


En la vereda Guaduas de El Carmen de Atrato, Chocó, 
el campesino Julián Sánchez da su testimonio a 
periodistas locales sobre las dificultades que tiene su 
comunidad para transportar los productos agrícolas 
al pueblo por el mal estado de las vías.

FOTO: Gabriel Linares
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E
l 2021 marcó un punto de inflexión 
para el periodismo en Colombia. 
Durante los primeros meses quedó 
en evidencia que no existen garan-
tías para cubrir las manifestaciones 

sociales. En simultáneo, fue instalada una po-
lítica de ciberpatrullaje liderada por el Minis-
terio de Defensa que monitorea el contenido 
publicado por los usuarios de redes sociales. 
Para cerrar, las mayorías del Senado y de la 
Cámara aprobaron un artículo que blindaba 
a los funcionarios públicos de las investiga-
ciones de la prensa y aumentaba los castigos 
contra periodistas. Al final, la presión de la 
sociedad civil  hizo efecto y el artículo fue re-
tirado; pero las intenciones de los legisladores 
quedaron al desnudo. 

Nuevamente, afrontamos el asesinato de un 
periodista, el de Marcos Efraín Montalvo, en 
Tuluá, Valle del Cauca. Además, se intensifica-
ron problemas globales como la crisis económi-
ca de los medios, agudizada por la pandemia. 

Concluimos con un periodismo más débil 
y con la incertidumbre de cómo los próximos 
legisladores y mandatario entenderán y abor-
darán estos desafíos. Los funcionarios que 
resulten electos este año estarán obligados a 
diseñar un plan que salve el periodismo. De lo 
contrario, con total seguridad se ahondará en 
la crisis y la situación para la prensa encon-
trará más semejanzas con lo que ocurre en 
Venezuela, Nicaragua o El Salvador. 

Con el ánimo de aportar al debate sobre 
cómo abordar estos asuntos, consultamos a  

expertos, estudiamos casos internacionales y 
seguimos de cerca iniciativas impulsadas por la 
Unesco, las Naciones Unidas y las oficinas de las 
relatorías de libertad de expresión. El resultado es 
una serie de propuestas que hacen frente a nueve 
problemas que amenazan el periodismo. 

Esta hoja de ruta es un punto de partida que 
deberá alimentarse con las ideas de diferentes 
sectores y reforzarse con debates amplios que 
permitan profundizar en asuntos como la destina-
ción de recursos públicos para el sostenimiento 
de los medios. También, por supuesto, será nece-
sario encontrar voluntad política para garantizar 
mayor independencia en el sistema de medios 
públicos y para evitar la malversación de fondos 
en la asignación de la publicidad oficial. 

Esa intención auténtica de los mandatarios 
debe estar en sintonía con propuestas que han 
surgido en diferentes países, y que tienen el áni-
mo de impulsar que los medios y la información 
sean considerados un bien público fundamental. 

Por supuesto, somos conscientes de que nin-
guna de estas soluciones resulta infalible, y no 
existe, por ahora, un antídoto ideal para la crisis. 
Sin embargo, estas propuestas sí están pensadas 
para atender cada problema por separado, com-
prendiendo sus rasgos específicos y, sobre todo, 
para no causar daño a la democracia. 

TOME NOTA DE ESTO: La FLIP, fundada en 
1996, ha promovido la defensa y la protección 
de periodistas para que puedan ejercer su 
trabajo sin miedo a sufrir represalias. No to-
maremos ningún partido durante la contien-
da electoral del 2022, como nunca lo hemos 
hecho. La bandera y el deseo de la FLIP es 
la defensa de la libertad de expresión como 
principio promotor del periodismo. Busca-
remos impulsar esta agenda con todos los 
candidatos y seguiremos haciendo veeduría a 
quienes ocupen el Congreso y al equipo que 
llegue a la Presidencia.

Por Jonathan 
Bock, director 
ejecutivo de la 
Fundación para 

la Libertad 
de Prensa. 

FOTO: Sebastián 
Comba.

Cerramos el año con un periodismo debilitado 
y sin saber qué cartas jugarán los próximos  
funcionarios públicos ante la crisis de medios y 
de libertad de prensa. Con el ánimo de aportar al 
debate, en esta edición presentamos una serie de 
propuestas que hacen frente a nueve problemas 
que amenazan el periodismo en Colombia.

Cuidar la democracia
 empieza por garantizar
     el periodismo

https://www.instagram.com/angie_pik_illustrator/?hl=es
https://flip.org.co/


Contenido
Balance 20216 |
Un año de obstáculos para el periodismo en Colombia  |  pág. 06

Un país en reversa  |  pág. 08

O P I N I Ó N   |  ¿Y usted qué periodismo ayuda a construir?  |  pág. 11

Reparar el periodismo: promoción de una política pública para la defensa  
de la libertad de prensa  |  pág. 14

Urgencia en políticas para prevenir, proteger y garantizar justicia  |  pág. 18

“El buen periodismo no es ese que solo habla bien de su candidato”  |  pág. 20

El ciclo violento de la impunidad y la autocensura  |  pág. 22

Nuevas medidas de sostenibilidad que garanticen acceso a la información  
e independencia  |  pág. 24

Los gobiernos se comprometen  |  pág. 26

Pauta oficial sin presiones y con transparencia  |  pág. 28

Otra gobernanza para ganar independencia en los medios públicos  |  pág. 30

Visibilidad y respaldo: las preocupaciones de la televisión pública  |  pág. 32

Defender la libertad de expresión en línea, doble diálogo con estados 
y plataformas  |  pág. 34

Promoción de la comunicación ciudadana en un país silenciado  |  pág. 36

Radios comunitarias y televisión, ¿cómo regularlos?  |  pág. 38

El rezago en memoria y reparación del periodismo  |  pág. 40

30 recomendaciones para garantizar el futuro del periodismo  |  pág. 42

12 | ¡Salvemos el periodismo!

40

11

36

24

20

08



Balance 2021

6 7P Á G I N A S  P A R A  L A  L I B E R T A D  D E  E X P R E S I Ó N    ||    P Á G I N A S  P A R A  L A  L I B E R T A D  D E  E X P R E S I Ó N

La mayoría de las agresiones a la prensa durante el 2021 fueron perpetradas por miembros de la fuerza 
pública durante las jornadas de protestas sociales. En otros momentos la presión vino por parte del acoso 

judicial, las amenazas y las restricciones de acceso a la información impuestas sin razón por funcionarios e 
instituciones estatales. Las siguientes son las estadísticas de agresiones que registró la FLIP el año pasado.

Un año de obstáculos para 
el periodismo en Colombia

V Í C T I M A S408

768 T O T A L  D E 
V Í C T I M A S684 T O T A L  D E

A G R E S I O N E S
En un solo episodio de 
agresión puede haber más 
de un periodista víctima.

La amenaza ha sido por muchos 
años una de las formas predilectas 
para atacar a la prensa. En el 2021 
hubo un incremento de casos con 
respecto al año anterior, cuando re-
gistramos 152. Las amenazas tienen 
diferentes consecuencias: desde la 
autocensura hasta el abandono del 
ejercicio periodístico. 

¿QUIÉNES AMENAZAN A LA PRENSA?

Fuerza pública

Particulares

Desconocidos

El acceso a la información pública es un derecho fundamental 
de la ciudadanía y vital para el ejercicio de la prensa. Todos los días 
los y las periodistas solicitan datos e información a entidades del 
Estado para realizar veeduría sobre temas de alto interés público. 
Obstaculizar este derecho nos afecta como sociedad, pues tenemos 
menos insumos para tomar decisiones informadas. 

En el 2021 registramos 42 casos en los que servidores públicos fal-
taron a su deber constitucional y se negaron a brindar información 
sobre temas como la gestión de la pandemia, de las manifestaciones 
sociales, la contratación pública y las administraciones locales. 

En la FLIP nos preocupa, 
especialmente, la situación de 
la prensa en Arauca y Norte de 
Santander. Allí, las agresiones a 
periodistas han aumentado sin 
que haya medidas de prevención y 
protección articuladas, diferenciadas 
y adaptadas a los diferentes 
contextos. En el 2020 la FLIP registró 
13 agresiones contra la prensa 
en Arauca y otras 13 en Norte de 
Santander. Para el 2021 se registraron 
21 casos en cada departamento.

agresiones físicas

amenazas

casos de obstrucción 
al trabajo periodístico

hostigamientos

robos o eliminación del 
material periodístico

detenciones ilegales

amenazas

hostigamientos

atentados
secuestro

agresiones 
de otras 
formas

obstrucciones de 
acceso a la información

L O S  S E I S  D E P A R T A M E N T O S 
C O N  M Á S  A G R E S I O N E S  A  L A  P R E N S A

M A N I F E S T A C I O N E S 
S O C I A L E S

obstrucciones 
al trabajo 

periodístico

asesinato

172

65

4

137

43

57 1

1

18 casos

56 casos

52 casos

359 A G R E S I O N E S*

* *

AGRESIONES DE FUERZA PÚBLICA 
DURANTE TODO EL AÑO

AGRESIONES DE FUERZA PÚBLICA 
EN CONTEXTOS DE PROTESTAS

La fuerza pública fue el mayor 
agresor de la prensa durante 

las jornadas de manifestaciones 
y se convirtió también en el 

máximo agresor de la prensa en 
todo el 2021. Tampoco hubo un 

respaldo público oportuno de las 
autoridades a la labor periodística.

247

227

Del 1 de enero al 31 de diciembre del 2021. 
Solo entre abril y julio registramos 304 
agresiones.

*

E N T R E  E L  1  D E  E N E R O  Y  E L  3 1  D E  D I C I E M B R E  D E  2 0 2 1

155

58

33

28

19

16

Antioquia

Santander

Tolima

Bogotá

Valle del 
Cauca

Cauca

90

37

24

197
81

30

LAS SEIS AGRESIONES 
MÁS FRECUENTES:

El 93% de las agresiones físicas a la prensa su-
cedieron durante el cubrimiento de las jornadas de 
manifestaciones, entre mayo y julio. Los periodistas 
fueron empujados, golpeados con puños, piedras, 
escudos y patadas e incluso algunos fueron apuña-
lados. En el 2021 registramos un gran incremento en 
los casos de agresión física, comparado con el 2020, 
cuando documentamos 30 casos.

agresiones físicas
168

Esta es una forma menos violenta físicamente de 
intimidar a la prensa, pero igual de efectiva y perju-
dicial. El acoso judicial impacta a los y las periodistas 
emocional, económica y socialmente. Les obliga a de-
jar de cubrir ciertos temas, por lo que se pierde veedu-
ría en asuntos de alto interés público. 

¿QUIÉNES ACOSAN JUDICIALMENTE A LA PRENSA?

Funcionarios públicos

Particulares

acoso judicial
36

10 casos

24 casos



Balance 2021

8 9P Á G I N A S  P A R A  L A  L I B E R T A D  D E  E X P R E S I Ó N    ||    P Á G I N A S  P A R A  L A  L I B E R T A D  D E  E X P R E S I Ó N

Durante el año pasado fuimos testigos del período 
más violento contra la prensa en años recientes en 
Colombia. El asesinato de un periodista demuestra 

que la prensa se sigue enfrentando a agresiones 
extremas sin garantías por parte del Estado. 

Este es un repaso por los momentos que 
marcaron la libertad de prensa del 2021

El 19 de septiembre fue asesinado 
Marcos Efraín Montalvo, un periodista 
veterano de Tuluá, Valle del Cauca. 
Su trabajo periodístico es recordado 
por las denuncias y críticas a la 
administración local. Su asesinato es 
el segundo que ocurre en menos de un 
año en el Valle del Cauca. Este contexto 
genera temor entre los y las periodistas 
de la región que ante estos hechos de 
violencia pueden verse obligados a 
autocensurarse y dejar de denunciar 
temas como los que cubría Montalvo. 

Por el asesinato ya fue capturado un 
menor de edad y la principal hipótesis 
de la Fiscalía General de la Nación 
es que el crimen fue motivado por el 
trabajo periodístico de Montalvo. 

Durante el 2021, el acoso judicial contra 
la prensa se incrementó. En abril conocimos 
la decisión en segunda instancia de la Corte 
Suprema de Justicia que sentenciaba a la 
periodista Vicky Dávila a indemnizar al 
excomandante de la Policía, Jorge Hilario 
Estupiñán, por los cuestionamientos que hizo 
frente a un posible acto de corrupción de 
Estupiñán. Judicializar una opinión es un golpe 
contundente contra la libertad de expresión, 
pues en una democracia se deben proteger los 
discursos en todas sus formas y manifestaciones.

Por otro lado, se dio la sentencia a favor 
de Cecilia Orozco en un caso en el que el 
abogado Abelardo de la Espriella la acusó de 
dañar su honra y buen nombre. Aunque la 
decisión sea un alivio para el ejercicio de la 
prensa libre en Colombia, esta no elimina los 
efectos negativos que representó el proceso 
judicial para la periodista. 

Después de más de 20 años en búsqueda de justicia, 
en octubre de 2021 la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos condenó al Estado colombiano por el secuestro, 
la tortura y la violación de Jineth Bedoya. La sentencia es 
histórica porque representa un gesto de justicia para todas las 
víctimas de violencia sexual en el conflicto.

En su fallo, la corte le ordena al Estado investigar, juzgar y 
sancionar a todos los responsables de los crímenes cometidos 
contra Bedoya; llevar a cabo una política integral para la 
protección de los y las periodistas; la creación del Centro 
Investigativo No es Hora de Callar; el diseño e implementación 
de un sistema público de recopilación de datos y cifras 
actualizadas sobre violencia de género, amenazas y violencia 
contra periodistas y defensores de derechos humanos; y la 
creación de un fondo de prevención, protección y asistencia 
de mujeres periodistas víctimas de violencia de género.

Durante el paro nacional el Ministerio de Defensa y la Policía 
iniciaron acciones de ciberpatrullaje para combatir lo que, según 
ellos, son noticias falsas que circulan en Internet. Esta política, 
que va en contravía de las indicaciones y recomendaciones de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y de la 
Relatoría para la Libertad de Expresión de las Naciones Unidas, 
institucionaliza un discurso de estigmatización y censura arbitraria 
contra voces críticas del Estado que denuncian irregularidades de 
las instituciones. Preocupa la vigilancia y seguimiento que puedan 
hacer a usuarios de redes sociales y periodistas, en especial porque 
el país ya tiene antecedentes de perfilamientos a la prensa. 

Hasta ahora, ni el ministerio ni la Policía han asumido alguna 
responsabilidad y se escudan en decir que se trataba de una 
campaña pedagógica para hacer frente a las noticias falsas. 

En marzo, el gobernador del Quindío, Roberto Jaramillo, realizó llamados de 
atención a los periodistas por la forma en la que se estaban emitiendo las noticias.  
Y en octubre, despidieron al director del sistema informativo de Telemedellín, 
Hernán Muñoz, como sanción a las críticas que realizaba a la Alcaldía de Medellín. 
Según el periodista, el nuevo gerente del canal habría dicho en una reunión de 
empalme que el noticiero “ya no sería para la gente, sino para defender al alcalde”.

Además, el alcalde Daniel Quintero arremetió contra el periódico El Colombiano, 
que ha realizado varias investigaciones sobre corrupción en la alcaldía. Les han 
desacreditado, por ejemplo, diciendo que el periódico es un “pasquín”. Por este 
hecho, a inicios de enero del 2022, la Procuraduría General de la Nación abrió una 
indagación preliminar contra Quintero.

Estas intimidaciones son una carta blanca para que otras entidades y funcionarios 
dejen de lado su obligación de propiciar un clima óptimo para el periodismo. 

A lo largo del año registramos 359 agresiones a la prensa 
durante las manifestaciones sociales. Especialmente nos llama la 
atención el período entre el 28 de abril y el 19 de julio, en el que 
documentamos 304 agresiones contra periodistas y medios. En los 
contextos de protesta del 2021, la fuerza pública fue responsable 
del 63% de las agresiones. A pesar del compromiso institucional de 
investigar y sancionar a los responsables, hasta el momento, solo 
hay siete procesos abiertos y no conocemos de ninguna sanción.
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Asesinato de 
Marcos Efraín 

Montalvo

Acoso judicial: 
los casos de Vicky 

Dávila y Cecilia Orozco

Sentencia de la Corte IDH 
sobre el caso Jineth Bedoya

Ciberpatrullaje y vigilancia en línea

Interferencias 
y ataques a 

los medios

Récord de periodistas agredidos 
en manifestaciones sociales

En junio, la CIDH visitó Colombia y se 
reunió con periodistas y organizaciones de 
la sociedad civil. Su objetivo era recolectar 
información sobre las múltiples violaciones 
a derechos humanos durante el período de 
manifestaciones sociales. Luego de la visita, la 
CIDH publicó un informe con recomendaciones 
para el Estado colombiano. Algunas de ellas: 
asegurar la protección de periodistas,  

no intervenir en el libre funcionamiento de los 
medios, abstenerse de aplicar formas directas 
o indirectas de censura, brindar información 
sobre el funcionamiento de las redes de Internet 
y que la Policía deje de categorizar contenidos 
como verdaderos o falsos. El Gobierno rechazó 
algunas de las recomendaciones y dejó entrever 
su falta de disposición en la implementación de 
las mismas. 

4
Visita de 
la CIDH

FO
TO

: G
ab

rie
l L

in
ar

es

FO
TO

 O
RI

GI
NA

L:
 A

lca
ld

ía 
de

 Tu
lu

á

Vi
ck

y D
áv

ila
 y 

Ce
cil

ia 
Or

oz
co

Un país
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Opinión

11P Á G I N A S  P A R A  L A  L I B E R T A D  D E  E X P R E S I Ó N    |

Balance 2021

10 |    P Á G I N A S  P A R A  L A  L I B E R T A D  D E  E X P R E S I Ó N

A inicios del 2021, el MinTIC anunció la entrega de 
85.000 millones de pesos para la transformación digital y la 
reactivación económica de los medios. Sobre esto, la FLIP 
advirtió acerca de la necesidad de establecer mecanismos de 
evaluación independientes para dar mayor transparencia al 
proceso y establecer expresamente una cláusula de respeto 
a la libertad editorial de los medios. El MinTIC respondió 
que el proceso de evaluación sería objetivo y transparente, 
y que no debía haber preocupación alguna frente a posibles 
vulneraciones a la libertad de prensa. 

Sin embargo, en septiembre, se anunció la terminación 
anticipada del proceso de convocatoria. Supuestamente, 
ninguno de los 354 medios que participó cumplía con los 
requisitos, pero nunca se explicó por qué las propuestas  
no se ajustaban a los ejes de la convocatoria o por qué  
los presupuestos no se adecuaban a las condiciones del 
MinTIC. Así, el Estado dejó en vilo a un aproximado del 
15% de los medios del país y se lavó las manos de su 
responsabilidad en apoyarles. 

En diciembre, las dos cámaras del Congreso 
aprobaron un artículo que amenazaba la 
libertad de prensa, pues imponía sanciones 
desproporcionadas para quienes injurien o 
calumnien a funcionarios o exfuncionarios 
públicos. A pesar de que días después fue 
eliminado, es sumamente alarmante que el 
Congreso haya aprobado en primera instancia 
una legislación regresiva contra la prensa, que 
desconoce los estándares internacionales, sofoca 
el debate público y crea un terreno fértil para 
la corrupción, pues le impide a la prensa y a las 
organizaciones civiles cumplir su rol de veedores.

El año pasado se cumplieron tres años del asesinato del 
equipo periodístico del diario ecuatoriano El Comercio. 
En mayo tuvo lugar el acto de perdón de alias “Cherry”, 
responsable del asesinato de los periodistas ecuatorianos.  
Sin embargo, el acusado mostró contradicciones en su relato 
y no evidenció un interés de revelar la verdad del crimen.  
Es clave que se dé una reparación a través de espacios  
de perdón que esclarezcan la verdad y eviten nuevos gestos 
de revictimización.

Por otro lado, en enero la CIDH concedió medidas 
cautelares a favor del periodista Ricardo Calderón por las 
agresiones de las que fue víctima en el caso de perfilamiento 
a periodistas por parte de miembros del Ejército. Sin 
embargo, la Fiscalía y la Procuraduría no han avanzado en las 
sanciones a los responsables, con lo cual se evidencia la falta 
de interés estatal en avanzar en el esclarecimiento del caso.
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La cancelación de ayudas 
económicas del MinTIC a 

medios de comunicación

La Cámara aprueba 
artículo que limita la 

libertad de expresión

Agresiones contra la 
prensa que caminan 

hacia la impunidad

Apartes tomados de Gaceta del Congreso del 14 de diciembre del 2021
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Por Yolanda Ruiz   |   FOTO: Santiago Salazar

R
ecuerdo la noticia de un video viral: 
un criminal violó a unas niñas y gra-
bó el delito. El video llegó a las redes 
sin saber cómo. Miles de personas 

“para condenar el horrendo crimen” 
lo compartieron y al hacerlo revictimizaron a 
las niñas y se volvieron cómplices del violador. 
Algunos medios lo publicaron y obtuvieron alto 
tráfico digital porque muchos querían ver el 
video del delito que decían condenar.

Contrario a lo que muchos piensan, el 
buen periodismo no depende solamente de los 
periodistas. Por supuesto que nos corresponde 
hacer bien la tarea, no caer en la tentación de 
perseguir la popularidad y mantenernos en la 
búsqueda de la verdad con responsabilidad e 
independencia. Debemos hacer periodismo 
de calidad, defender la libertad y hacerlo en 
nombre de la sociedad, porque nuestra labor 
es un servicio público. Si no lo hacemos bien 
es justo que nos reclamen. Sin embargo, el 
buen periodismo se logra de la mano de todos 
y por eso es bueno preguntarse también por el 
papel de las audiencias, los dueños de medios, 
los anunciantes, los líderes. 

¿Cuál es el papel de la audiencia cuando 
circula un video que revictimiza a unas niñas? 
Cada persona tiene hoy en su mano la posibi-
lidad de hacer más o menos visible un con-
tenido, sin importar si es bueno o malo, si es 
verdadero, falso o si es un delito atroz.  
Al compartir una pieza digital, al leer un artícu-
lo, al escuchar una emisora o sintonizar un ca-
nal, cada ciudadano toma una decisión impor-
tante. Cientos de miles de ciudadanos ayudan a 
construir o destruir el buen periodismo. 

¿Qué persigue el medio que publica un vi-
deo viral sin pensar si es un gatico en patines 
o unas niñas violadas? Se buscan emociones 
por encima de razones y con ellas conquis-
tar audiencias, subir las métricas, porque de 
eso depende la pauta publicitaria. Cuando el 
anunciante decide incluir su pauta en un  
medio con base solamente en los clic que 
genera sin preguntarse cómo se obtienen ni 
lo que eso implica, está tomando una decisión 
que nos afecta a todos. Cuando los dueños o 
directivos de medios presionan por el rating  
y la rentabilidad a cualquier precio, no pien-
san en lo que eso le va a hacer a la sociedad, 
a la democracia y a su propio negocio en el 
largo plazo. La ganancia inmediata, llámese 
clics, rating, ventas, a veces no deja ver el 
cuadro completo. 

La democracia en el mundo vive un mo-
mento de crisis y muchos líderes de distintas 
tendencias que atentan contra ella han en-
tendido muy bien el poder de las emociones, 
que pueden convertir mentiras en “verdades” 
en segundos. Ante la epidemia de desin-
formación, se requiere con urgencia buen 
periodismo para decantar y entender. Y no es 
un asunto de herramientas. La era digital ha 
democratizado la información y eso hay que 
celebrarlo y usar bien las posibilidades que 
nos da. En periodismo el buen contenido es 
la clave y se puede hacer en una pieza de un 
minuto o en un documental de una hora. Por 
fortuna muchos colegas y medios en el mun-
do persisten en el buen periodismo pese a las 
dificultades y las amenazas. 

El buen periodismo no es el que dice lo que 
nos gusta, ni el que confirma lo que pensa-
mos, ni el que reafirma nuestros prejuicios.  
El buen periodismo no es el que más “gusta”, 
es el que incomoda, el que busca verdades que 
se quieren ocultar, el que ronda a todos los po-
deres y les pide cuentas. El buen periodismo 
es incluyente, amplio, diverso y su causa es la 
de la sociedad en su conjunto y no la de una 
parte. El buen periodismo es voz de los que 
no tienen voz y debe producir información 
confiable en medio de océanos de contenidos 
dudosos. El buen periodismo es un valor y 
cuando la democracia peligra, es cuando más 
se requiere su luz. Garantizar que el buen pe-
riodismo siga existiendo nos debería interesar 
a todos, porque al final todos lo ayudamos a 
vivir o a morir.

¿Y usted qué periodismo 
ayuda a construir?  

http://leyes.senado.gov.co/proyectos/images/documentos/Textos%20Radicados/proyectos%20de%20ley/2020%20-%202021/PL%20341-20%20Anticorrupcion.pdf
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Sin un nuevo gobierno, respetuoso y  
comprometido con la libertad de expresión, 
el periodismo en Colombia continuará en 
caída libre. ¡Debemos actuar de inmediato! 
La FLIP presenta nueve temas que agudizan la 
crisis de la prensa y que deben ser atendidos 
por los dirigentes que se posesionen este 
año. Será indispensable la voluntad política 
del próximo gobierno y del Congreso para 
actuar y determinar qué políticas tienen más 
probabilidades de ser efectivas.

¡Salvemos el 
periodismo!
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Reparar el 
periodismo:

A
sustar con asfixiar a la prensa ha dejado de 
ser una actitud que genera mayores incon-
venientes ante la opinión pública. Por el 
contrario, el discurso de poner límites a las 
y los periodistas es cada vez más reiterativo 

por parte de los representantes del Estado. Incluso, re-
sulta atractivo para diversos sectores de la ciudadanía.

En los últimos años, han sido varios los casos en 
los que dirigentes políticos, funcionarios públicos o 
autoridades colombianas han denigrado, intimidado 
o amenazado a los medios de comunicación sin reci-
bir ningún tipo de penalidad. Esa ola de represión, que 
también es global, ha convertido al periodismo en una 
piñata ideológica y ha permeado las garantías legales 
para el ejercicio periodístico, a pesar de estar protegi-
das de manera clara por la Constitución.

A esto se suma una larga lista de problemas estruc-
turales en el periodismo colombiano que durante déca-
das han sido eclipsados por otros asuntos en las agen-
das de los últimos gobiernos.

En una era de noticias falsas y de debilitamiento de 
los mecanismos democráticos, esta problemática no 
puede continuar invisible en el debate público. En par-
ticular, si se tiene en cuenta lo difícil que resulta para 
los medios de comunicación preservar su profesiona-
lismo en un entorno tóxico amenazado por la violencia, 
la crisis económica y en el que proliferan las campañas 
selectivas de desinformación y estigmatización para 
desacreditar la labor de las y los periodistas.

Para que puedan trabajar en un entorno seguro y  
propicio, el próximo gobierno de Colombia deberá  

Las declaraciones estigmatizantes contra 
periodistas por parte de funcionarios del Estado 
con alta influencia en la opinión pública tienen un 
impacto nefasto en la seguridad y en las garantías 
de las que debería gozar la prensa. Es urgente 
que esto cambie. Los mensajes que emiten los 
dirigentes deben ayudar a fortalecer el derecho a 
la libertad de expresión.

promoción de una 
política pública 
para la defensa 
de la libertad 
de prensa
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implementar una política pública que garantice y forta-
lezca el derecho a la libertad de expresión y de informa-
ción de quienes ejercen el periodismo en el país.

Este plan que debe estar llamado a restaurar el eco-
sistema del periodismo, entre otras cosas, deberá tener 
suficiente reconocimiento público y tener claro que estos 
nuevos programas no sólo tienen que ser aprobados sino 
implementados. Es necesario recordar que, durante el go-
bierno de Juan Manuel Santos, el Ministerio del Interior 
trabajó en la elaboración de una política pública de liber-
tad de expresión. Sin embargo, después de cuatro años de 
trabajo, ese documento terminó archivado.

Esta política deberá reconocer abiertamente que el 
periodismo es un servicio público cuando provee infor-
mación de alto interés para la ciudadanía y deberá adop-
tar acciones claras con las que el Estado garantizará que 
las y los periodistas, que trabajan en los medios de co-
municación, gocen de la protección y de la independen-
cia necesarias para realizar sus funciones a cabalidad. 
Para liderar ese trabajo será ideal que la próxima cabeza 
del ejecutivo designe, de manera temporal, a un enviado 
presidencial especial para la libertad de prensa.

La proyección de esa política pública sobre libertad 
de expresión también deberá contar con la participa-
ción de los diferentes miembros del sector y de las au-
diencias, para así recoger los insumos suficientes que 
permitan complementar un diagnóstico actual que, en-
tre otros asuntos, incluye las siguientes problemáticas:

Adoptar medidas para prevenir, proteger y garanti-
zar justicia en los crímenes contra periodistas y así 
acabar con el ciclo violento de la impunidad.

Defender la libertad de expresión en línea, evitar la 
censura por parte del Estado y promover la transpa-
rencia y la rendición de cuentas de las plataformas.

Replantear el modelo de los medios públicos 
de tal manera que se garantice su gobernanza 
e independencia.

Atender las consecuencias del conflicto armado 
contra la prensa: memoria y reparación.

Implementar nuevas medidas de sostenibilidad 
de los medios que garanticen su independencia 
y el acceso a la información por parte de 
los ciudadanos.

Promover la comunicación ciudadana en un país si-
lenciado y respaldar a medios de comunicación que 
garanticen la comunicación propia y el  pluralismo.

Revisar las condiciones desfavorables en la contra-
tación de la publicidad oficial, promover su trans-
parencia y blindar para que estos contratos no ame-
nacen la independencia editorial de los medios.

1.

2.

3.

4.

5.

6.

7.

El éxito del buen periodismo, el que es res-
ponsable, no dependerá solo de resolver algún 
aspecto en particular sino de atender todo su 
ecosistema. No se trata solamente de procurar 
garantías como el respeto a los derechos funda-
mentales y a la libertad de los medios, también 
resulta necesario atender la desfinanciación del 
sector para garantizar genuinamente el perio-
dismo independiente.

Esa tarea es urgente, crítica y exigente, pero 
puede comenzar con unos pocos pasos muy vi-
sibles que incluyen que quienes se conviertan 
en los próximos funcionarios públicos, y espe-
cialmente el próximo presidente, se pronun-
cien enérgicamente en defensa de la libertad 
de prensa. 

Es necesario adoptar, en cabeza del gobierno 
nacional, una narrativa favorable con la libertad 
de prensa que permita contrarrestar la violen-
cia contra las y los periodistas. Los funcionarios 
públicos deben reconocer de manera pública el 
rol social de la prensa como guardián de la de-
mocracia. Ello implica abstenerse de hacer de-
claraciones falsas que ataquen la integridad de 
periodistas y trabajadores de medios de comuni-
cación  y procurar un mejor acceso a la informa-
ción pública. Esto permitirá reconocer el papel 
fundamental que desempeña la prensa al brin-
dar información confiable, precisa y oportuna.

El momento exige pensar en trascender a 
los esfuerzos voluntarios del pasado. Reparar el 
periodismo requiere del apoyo público, especí-
ficamente, de un respaldo por parte de quienes 
integren el próximo Congreso y de quien llegue 
a ocupar la Presidencia. 

EL PRÓXIMO GOBIERNO 
DE COLOMBIA DEBERÁ 

IMPLEMENTAR UNA 
POLÍTICA PÚBLICA QUE 

GARANTICE Y FORTALEZCA 
EL DERECHO A LA 

LIBERTAD DE EXPRESIÓN 
Y DE INFORMACIÓN DE 
QUIENES EJERCEN EL 

PERIODISMO EN EL PAÍS
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E
ntre 180 países, Colombia 
ocupa el puesto 130 con las 
peores condiciones para el 
ejercicio de la prensa. Según 
la clasificación más reciente 

realizada por Reporteros sin Fronte-
ras, en América Latina, el nuestro es 
el segundo país más letal para el perio-
dismo, después de México. En los úl-
timos cinco años, han sido asesinados 
ocho periodistas y por lo menos 782 
han sido amenazados. 

Bajo estas circunstancias, es nece-
sario reiterar que la seguridad debe ser 
una prioridad para los Estados y que 
deben hacer todo lo posible para pre-
venir actos de violencia, intimidación, 
amenazas y agresiones contra perio-
distas y trabajadores de los medios de 
comunicación. Así ha quedado nue-
vamente consignado en la resolución 
adoptada, de manera unánime, por la 
Asamblea General de Naciones Unidas 
en noviembre de 2021. 

En Colombia, el programa de pro-
tección se creó en el año 2000 y se ajus-
tó en el 2012, momento desde el cual 
está en manos de la Unidad Nacional 
de Protección (UNP). Este programa no 
es suficiente para atender las vulnera-
bilidades de los y las reporteras. Es un 
mecanismo que, aunque fue pionero 
en su momento, actúa, principalmen-
te, de manera reactiva, no opera articu-
ladamente con otras entidades y desco-
noce las condiciones y prácticas únicas 
del ejercicio periodístico, así como las 
diferencias entre las violencias ejerci-
das en cada región del país. 

Por otro lado, la pedagogía alrede-
dor de la autoprotección es insuficien-
te y prácticamente no existen medidas 
preventivas. En la mayoría de los casos, 
al menos de la población de periodis-
tas, estas acciones se limitan a patru-
llajes y revistas policiales que no se 
cumplen a cabalidad y que casi nunca 
tiene en cuenta el contexto en el que 
se encuentran las personas en riesgo 
o la capacidad del cuerpo policial que 
debe prestar esta función. La FLIP ha 
advertido en diferentes informes que 
este programa se ha transformado en 

un mecanismo burocrático, cada vez 
más inclinado a tomar decisiones por 
motivaciones políticas y no técnicas.

En el Decreto 1139 de 2021, que es-
tablece la reingeniería de la UNP con-
templada en el Plan de acción opor-
tuna de prevención y protección para 
los defensores de derechos humanos, 
líderes sociales, comunales y perio-
distas (PAO), se establecieron algunas 
modificaciones dirigidas a reducir los 
tiempos de respuesta de los análisis de 
riesgo y a formalizar espacios y prác-
ticas que ya existían. Sin embargo, no 
es suficiente ni útil reducir tiempos de 
respuesta si no se subsanan vacíos en 
la ruta de protección como la forma-
ción de los analistas en temas relacio-
nados con labor periodística, enfoque 
de género, derechos humanos, etc. 
Tampoco es eficiente en la medida en 
que no hay disponibilidad de recursos 
para asignar medidas adaptadas a los 
territorios y garantizar su correcto fun-
cionamiento. Además, sigue sin haber 
un espacio abierto a la veeduría por 
parte de organizaciones de la sociedad 
civil a la ruta de protección.

También existen riesgos de otra na-
turaleza que no están siendo reconoci-
dos por el mecanismo y que pesan so-
bre la seguridad de los periodistas en 
la era digital como la vulnerabilidad a 
convertirse en blanco de la vigilancia, 
el acoso en línea o la intercepción ile-
gal o arbitraria de comunicaciones. En 
el 2020, el Ejército Nacional vigiló y 
parametrizó a periodistas etiquetando 
su trabajo. Con base en sus reportajes 
periodísticos o líneas editoriales, les 
relacionó, de manera estigmatizante, 
con grupos al margen de la ley y reco-
lectó información personal sin su auto-
rización. Casi dos años después no hay 
sanciones disciplinarias ni penales por 
estos hechos.

Además de la protección reactiva, el 
Estado también está llamado a promo-
ver la diversidad y la independencia de 
los medios de comunicación y el acceso 
a la información. Pero acontecimientos 
recientes evidencian la especial fragili-
dad de los medios independientes y del 
periodismo ciudadano, pues son blan-
co recurrente de ataques y estigmati-
zaciones. Por ejemplo, este tipo de me-
dios de comunicación fueron los más 
afectados durante las manifestaciones 
del 2021; sobrevivieron a semanas muy 
violentas sin garantías para hacer su 
trabajo y cubrir las protestas sociales.

La violencia permanente contra 
los y las reporteras se traduce en 

menos información valiosa para 
la ciudadanía y en posibilidades 

limitadas para indagar sobre 
asuntos de interés público. 

Si bien el Estado colombiano ha 
realizado esfuerzos importantes 

para reaccionar a esa violencia, 
es necesario revisar las políticas 

de protección. Se requieren 
estrategias diferenciadas y 

enfoques particulares.

Crímenes 
contra la 
prensa

La FLIP ha registrado 
desde 1938 hasta la fecha 
163 casos de asesinatos 
a periodistas por razón 
de su oficio. 

De los 782 periodistas 
que han sido amenazados 
en los últimos cinco 
años en Colombia, 
en cuarenta casos las 
amenazas han derivado 
en desplazamientos 
internos y exilios. 

Entre 2016 y 2021, 
ha habido ocho atentados 
y ocho secuestros contra 
periodistas.

La Corte Interamericana 
de Derechos Humanos 
(Corte IDH) ha sostenido 
que existe una situación 
de riesgo para la prensa 
en Colombia, que 
además se une a altas 
tasas de impunidad en la 
investigación de crímenes 
contra la prensa.

•

•

•

•

COLLAGE: Gabriel Linares con ilustración de Angie Pik

Urgencia 
en políticas

para 
prevenir, 

proteger y 
garantizar 

justicia

https://undocs.org/es/A/C.3/76/L.49/REV.1
https://undocs.org/es/A/C.3/76/L.49/REV.1
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Además, la Procuraduría tiene que iniciar investigaciones con 
perspectiva de libertad de expresión contra los funcionarios pú-
blicos que utilicen el discurso público para estigmatizar o afec-
tar la libertad de expresión. Por ejemplo, esto es muy claro en 
el caso de Daniel Quintero, donde había unas afrentas contra 
la prensa, contra El Colombiano. La investigación que abrió la  
Procuraduría era clave.

Por otro lado, está la necesidad de transparentar el uso que ha-
cen funcionarios de las redes sociales y de la publicidad oficial. 
La Contraloría debería investigar el uso de fondos públicos para 
la publicidad oficial mal destinada, y el uso de recursos públicos 
para la contratación de community managers, por ejemplo. 

El buen 
periodismo

FO
TO

: W
ál

te
r G

óm
ez

 p
ar

a 
Se

nt
iid

o

“

“
FLIP: El periodismo se ha visto enfrentado his-
tóricamente a la violencia en el marco del con-
flicto armado. ¿Cree usted que la JEP debería 
abrir un macrocaso para tratar la violencia con-
tra la prensa?
C.B: Claro, yo creo que sería un macrocaso. A 
partir del informe que hizo Germán Reyes para el 
Centro Nacional de Memoria Histórica, La Palabra 
y el Silencio, es posible pedirle a la JEP que estu-
die como fenómeno criminal los atentados contra 
periodistas, y la violencia contra la prensa en el 
marco del conflicto armado. 

FLIP: Otro de los grandes problemas de los me-
dios hoy en día es la financiación. Hace poco la 
Unesco propuso que fueran los Gobiernos quie-
nes financiaran el periodismo. ¿En el contexto co-
lombiano, usted ve viable esta recomendación?
C.B: Entiendo la propuesta de la Unesco porque la 
información es un bien público, entonces debería 
estar financiada por el Estado. Sin embargo, en el 
panorama político de Colombia creo que es invia-
ble. La mayoría de políticos realmente creen que 
la información seria, imparcial, veraz, curada, es 
solo aquella que habla bien de su candidato; es de-
cir, no evalúan la información por el proceso, sino 
por el contenido del resultado, entonces sería muy 
peligroso. Así, se terminarían entregando miles de 
millones de dólares a medios que solo dicen lo que 
ellos quieren, no se los van a dar a los medios con 
estándares serios que critican a sus líderes. 

FLIP: La mirada suele estar dirigida a lo que 
hace o deja de hacer el Gobierno de turno, pero 
no se habla del conjunto del Estado, ¿cómo tra-
bajar con todas las instituciones en materia de 
libertad de expresión?
 C.B: Es importante que haya una formación en 
democracia para los funcionarios públicos. Este 
tipo de acciones podrían contribuir a la preven-
ción de agresiones a la libertad de expresión, 
como, por ejemplo, las relacionadas con el acce-
so a la información pública. Es recordarles a los 
funcionarios públicos que tienen la responsabili-
dad de recolectar, custodiar y entregar de manera 
oportuna, completa, accesible y fidedigna toda la 
información que tengan. 

FLIP: ¿Qué le parece clave que cambie en la narrativa que tie-
nen los funcionarios públicos con el periodismo?
Catalina Botero (C.B): Cualquier Gobierno tiene que adoptar 
una narrativa a favor de la libertad de expresión. Ese debe ser el 
gran contexto en el que se promuevan todas las políticas públicas 
de promoción de la libertad de expresión. Esta es fundamental 
en una democracia, ya que hay unas amenazas que solo cam-
biarán si la gente y los funcionarios públicos entienden por qué 
defenderla es tan importante.

FLIP: ¿Por ejemplo qué tipo de amenazas?
C.B: Las amenazas que sufren especialmente los periodistas lo-
cales, los que no están en las grandes ciudades. Hay una deuda 
inmensa con la prensa que está en esos territorios. Los reportajes 
de esos periodistas son claves para combatir, por ejemplo, a los 
grupos armados. Pero esas historias no se están contando, por-
que los y las periodistas no pueden estar en esas zonas. Para so-
lucionar este problema de protección no solo hay que entregarles 
un chaleco antibalas, hay que garantizarles la protección de todo 
el sistema que permite las comunicaciones desde esos lugares. 

FOTO: Wálter Gómez para Sentiido

ES IMPORTANTE QUE 
HAYA UNA FORMACIÓN EN 

DEMOCRACIA PARA LOS 
FUNCIONARIOS PÚBLICOS. 
ESTE TIPO DE ACCIONES 

PODRÍAN CONTRIBUIR A LA 
PREVENCIÓN DE AGRESIONES 
A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.no es ese que solo habla

 bien de su candidato

En Colombia la prensa recibe más 
agresiones que mensajes de respaldo 

por parte de funcionarios públicos y 
de la institucionalidad. Los remitentes 

son desde el fiscal general hasta 
alcaldes, gobernadores y miembros 

de la fuerza pública. Catalina Botero, 
exrelatora especial para la libertad 

de expresión de la CIDH y miembro 
del Consejo Asesor de Contenido 
de Facebook, explora las acciones 

necesarias para que el aparato estatal 
le dé mayores garantías a la prensa.
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L
os efectos más notorios de la 
impunidad son que (i) impide 
conocer la verdad sobre los 
hechos violentos, las razones, 
el alcance del riesgo y los res-

ponsables; (ii) se dejan de conocer los 
patrones de violencia y no se pueden 
adoptar medidas de prevención y de no 
repetición; (iii) no se consigue disuadir 
la repetición del crimen, pues la falta 
de sanción efectiva alimenta un ciclo 
de permisividad, además, somete al 
olvido las investigaciones periodísticas 
que originan los ataques; y (iv) la exce-
siva duración de las investigaciones en 
las agresiones contra periodistas agra-
va el efecto de la impunidad. 

El contexto de violencia contra la 
prensa y la impunidad han sido una 
constante en Colombia desde los años 
noventa. Al momento de dictaminar 
la responsabilidad del Estado colom-
biano en el caso del que fue víctima 
el periodista Nelson Carvajal, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos 
(Corte IDH) encontró “que ese con-
texto de homicidios de periodistas iba 
acompañado por altos índices de im-
punidad y de investigaciones que no 
desembocaban en la determinación 
y procesamiento de los responsables 
y que por ende seguían en la impuni-
dad”. En 2021, en la sentencia del caso 
de Jineth Bedoya, la Corte IDH sostuvo  

que esta situación de violencia no ha 
sido superada y que se agudiza en la 
actualidad, pues es evidente que las 
agresiones violentas contra periodis-
tas siguen siendo alarmantes y han au-
mentado en los últimos cinco años. 

En efecto, Colombia es de los pocos 
países donde en los últimos años ha 
aumentado el número de asesinatos 
a periodistas, contrario a la tendencia 
mundial registrada por la Unesco. En 
los últimos cinco años fueron asesina-
dos ocho periodistas en el país, mien-
tras que entre el 2011 y 2015 fueron 
asesinados siete. La persistencia de los 
homicidios como la forma más severa 
de silenciamiento prende alertas y de-
manda una respuesta estatal inmediata 
e integral.

En la reciente decisión del caso de 
Jineth Bedoya, la Corte IDH estudió el 
problema estructural de la impunidad 
en los crímenes contra la prensa y ex-
plicó que el Estado no debe desligar el 
acceso a la justicia de las estrategias 
de prevención. En ese sentido, ordenó 
al Estado colombiano articular las es-
trategias de prevención y de investiga-
ción y procuración de justicia, pues el 
ejercicio periodístico sólo puede efec-
tuarse libremente cuando las personas 
que lo realizan gozan de condiciones 
seguras. Además, indicó la necesidad 
de adoptar medidas diferenciadas, ya 
que los impactos de la impunidad no 
son iguales y se acentúan cuando las 
víctimas son mujeres.

Al respecto, una de las recomenda-
ciones principales del Plan de Acción 
de las Naciones Unidas sobre la Seguri-
dad de los Periodistas y la Cuestión de 
la Impunidad es la coordinación de me-
canismos de prevención y medidas para 
resolver algunas de las causas profun-
das de la violencia contra periodistas.

En suma, el Estado debe comprome-
terse a investigar los crímenes contra 
la prensa ya que, ante la ausencia de la 
justicia, la convivencia democrática se 
ve profundamente distorsionada y los 
contextos de violencia se recrudecen. 
Permitir que se viole la ley impune-
mente alienta a que los violentos sigan 
cometiendo crímenes, promueve la re-
petición crónica de la violencia, genera 
un efecto inhibidor para la libertad de 
expresión y reduce la confianza públi-
ca en el Estado y su imparcialidad.

Para afinar y articular las acciones 
del Estado es indispensable estudiar 
el ambiente y formas de violencia  
actuales a partir de una lectura cua-
litativa, cuantitativa, seria, integral y  
actualizada de los contextos, patrones y 
actores. Para ello, en primera medida, 
se requiere crear un sistema de reco-
pilación de datos y cifras que permita 
dar cuenta de los riesgos diferenciados 
e incorpore la información de todas las 
entidades del Estado. 

Dicho sistema deberá asegurar la disponibilidad, 
accesibilidad, independencia y transparencia para pro-
mover la investigación independiente y participativa de 
la academia y sociedad civil. También debe incorporar 
información registrada por la sociedad civil y promo-
ver la denuncia de los y las periodistas afectados. Esto 
puede ayudar a resolver el subregistro que se origina 
por la desconfianza en el Estado, pues la prensa ha sido  
objeto de distintas formas de violencia perpetrada por 
el Estado, y esto ha dificultado que se denuncie ante las 
autoridades ciertas formas de violencia.

Este es un problema de Estado. En los últimos cinco 
años fueron asesinados ocho periodistas en Colombia. 
La persistencia de los homicidios como la forma más 
severa de silenciamiento prende alertas y reclama 
una respuesta estatal urgente e integral. Los impactos 
sociales por la falta de justicia en estos crímenes 
alimentan el ambiente de autocensura.

Compromisos 
versus estadísticas

Según la Unesco, en los últimos 
15 años, el 87% de los casos de 
periodistas asesinados no se ha 
resuelto o no se ha denunciado. Solo 
el 13% de los casos  registrados desde 
2006 (aproximadamente uno de 
cada diez) se considera actualmente 
resuelto judicialmente.

La FLIP ha documentado 163 casos de 
periodistas asesinados en Colombia. 
La impunidad en estos casos 
alcanza el 78.8%. Esta cifra aumenta 
si se tienen en cuenta otros crímenes 
como las amenazas, que llegan al 
98% de impunidad. 

A la fecha, 92 casos han prescrito sin 
procuración de justicia. 
Esta negación de justicia propicia la 
autocensura y agrava la afectación 
de derechos como la libertad de 
expresión, de prensa y las garantías 
judiciales. A la vez, esto puede 
constituir actos de tortura en contra 
de las víctimas por generar graves 
impactos en su integridad psíquica.

Colombia ha suscrito múltiples 
instrumentos comprometiéndose a 
promover medidas de prevención, 
investigación y sanción de la 
violencia contra la prensa e inclusive 
de toma de responsabilidad, todo 
con el fin de garantizar que los 
ataques no queden impunes. Sin 
embargo, casi cuatro meses después 
de la declaratoria de responsabilidad 
del Estado colombiano en el caso 
de Jineth Bedoya, no se conocen 
medidas que tiendan a cumplir con 
lo ordenado por la Corte IDH. 

Este año, el Tribunal Permanente de 
los Pueblos (TPP) se pronunciará 
por primera vez sobre la muerte de 
tres periodistas. Colombia debería 
estar alerta de las recomendaciones 
que resulten en este proceso, pues 
seguramente los expertos darán 
recomendaciones concretas y 
específicas para abordar de manera 
integral la impunidad. Las decisiones 
del TPP no tienen implicaciones 
judiciales para los Estados,  
pero apelan a la conciencia ética  
de la humanidad para condenar 
graves violaciones a los derechos 
humanos y cambiar el rumbo de 
Estados y sociedades.

•

•

•

•

•

El ciclo 
violento de la
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impunidad y  
la autocensura

https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000379826_spa
https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000379826_spa
https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000379826_spa
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E
sta dinámica, que se ha re-
producido en todo el mun-
do y se aceleró con motivo 
de la pandemia, ha llevado 
a un consenso global de que 

en un futuro próximo no será posible 
la sustentabilidad para el periodismo 
regional, local o de nicho, a menos 
que se financie con recursos públi-
cos. Se trata de un cambio radical en 
el paradigma del negocio que ha im-
pulsado a que tanto la Unesco como 
las Naciones Unidas apunten a la ne-
cesidad de la intervención de los Esta-
dos para evitar que la información de 
calidad desaparezca.

La situación en Colombia es parti-
cularmente delicada. En más de 600 
municipios, que corresponden a dos 
terceras partes del país, no exis-
ten medios de comunicación con 
la capacidad de producir informa-
ción local. La publicidad oficial 
ha operado durante años como un 
subsidio encubierto que ha servi-
do para mantener a flote a muchos 
medios pero a un costo altísimo, 
toda vez que la falta de transpa-
rencia en la asignación deriva, en 
muchos casos, en la pérdida de 
independencia editorial. Además, 
según Asomedios, desde el 2014 la 
inversión publicitaria en medios 
de comunicación ha decrecido 
constantemente y, hoy en día, el 
mayor porcentaje de la torta de 
ese mercado se la están llevando 
las plataformas digitales, dinero 
que, además, no queda circulan-
do en el mercado colombiano,  

pues son recursos que se van para el 
exterior y dejan de retroalimentar la 
industria de medios y de información.

En medio de esta crisis y asfixia 
mediática, existen varios ejemplos de 
medios de comunicación e iniciativas 
particulares que han experimentado 
con ideas, técnicas y modelos opera-
cionales innovadores. Sin embargo, 
estos proyectos no encuentran prácti-
camente ningún apoyo estatal que per-
mita impulsar a mediano y largo plazo 
un entorno más propicio para su viabi-
lidad, respetando los principios inne-
gociables de independencia editorial y 
libertad de expresión.

Aunque son diversas las propuestas 
que se están implementando en dife-
rentes países, como las deducciones 

fiscales y subvenciones directas, no 
existe por ahora una única solución 
o modelo. Su abordaje debe partir de 
una lectura clara y completa del con-
texto nacional y requiere incluir a los 
gobiernos nacionales y regionales, a la 
sociedad civil y al sector privado.

La necesidad de encontrar nuevas 
medidas para el sostenimiento del ejer-
cicio periodístico debe ser prioridad 
en un gobierno comprometido con la 
democracia y la libertad de expresión. 
Sin independencia económica, no 
hay garantías para que fluya informa-
ción no tendenciosa entre la sociedad, 
tampoco para la vigilancia sobre los 
gobiernos que ejerce el periodismo ni 
para garantizar que la ciudadanía ac-
ceda a información de interés público.

La crisis económica del sector de medios de comunicación es un problema que no da espera.  
Los despidos masivos de personal, el cierre de medios de larga trayectoria y un deterioro en la calidad de 

la información periodística han moldeado durante los últimos años el nuevo panorama de la industria.

Prensa sin fondos
La FLIP registró un aproximado de 1.500 despidos de periodistas y 
personal de medios de comunicación entre el 2016 y el 2019. 

Solo en Medellín, Antioquia, tres medios de comunicación de larga 
trayectoria llegaron a su final durante el primer año de pandemia (2020). 

Según cifras de Asomedios, la facturación en publicidad  
de los medios en Colombia de octubre de 2021 fue apenas similar a la 
del 2016. 

El sector de las revistas fue el más afectado. En el 2021 registró 43% 
menos de lo que facturó en el 2020. 

Las plataformas de redes sociales se 
instalaron como el principal competidor de 
los medios por ambas pautas, la comercial y 
la pública. Las redes sociales están captando 
un porcentaje muy alto de estos recursos 
sin someterse a ningún tipo de regulación 
tributaria y, además, están usando el 
contenido producido por terceros, como el 
de la prensa, sin que los creadores, medios y 
periodistas reciban alguna retribución.

El anuncio, hecho a inicios del 2021, por parte 
del Gobierno de Iván Duque de destinar 
85.000 millones de pesos para ayudar a la 
reactivación económica de los medios más 

afectados durante la pandemia se quedó en 
eso: un anuncio vacío. En septiembre, MinTIC  
dio por terminada la convocatoria para 
adjudicar los recursos porque ninguno de los 
354 medios, cerca del 15% del total de medios 
del país, que habían participado cumplía con 
los requisitos. Nunca se hicieron públicos los 
detalles o la postura del ministerio ni hubo 
más explicaciones sobre su decisión.

Muchos analistas del tema sostienen que no 
hay forma de recuperar los ingresos que han 
quedado en manos de las grandes compañías 
de tecnología y que sin intervención estatal los 
medios desaparecerán.

•
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•
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PAUTA

Según el Foro de Información y Democracia, los gobiernos respetuosos de los 
derechos humanos deberían comprometer el 0,1% de su producto interno bruto (PIB) 

para enfrentar esta crisis de sostenibilidad de los medios. Estos son algunos casos 
en los que los Estados han tomado cartas en el asunto.

Los gobiernos
se comprometen

Hay ejemplos inspiradores como el del 
Gobierno de Dinamarca, que destina el 0,21% 
del PIB en subsidios directos para la producción 
editorial independiente y la innovación a través 
de la Junta Danesa de Medios.

La bien conocida licencia de televisión pública del Reino Unido que ha 
mantenido a la BBC siempre a la vanguardia informativa en el mundo. 
La BBC no vende ni emite anuncios publicitarios, son los ciudadanos 
británicos quienes pagan una tasa por domicilio para obtener la señal 
de la BBC en sus televisores y otros dispositivos.

En Nueva Zelanda se ha optado 
por la financiación selectiva y por 
competencia entre los servicios 
públicos informativos y el sector 
de medios independientes. Cuenta 
con una entidad autónoma llamada 
NZ On Air, encargada de gestionar 
los recursos para financiación de la 
radio, televisión, medios digitales y 
obras creativas. En febrero del 2021, 
esta entidad administró un subsidio 
para el periodismo en riesgo. 

Un reporte, presentado el año pasado ante el Gobierno escocés por el Grupo 
de trabajo sobre el periodismo de interés público del mismo país, recomendó 
la creación de un instituto público, el Scottish Public Interest Journalism 
Institute (SPIJI), que represente al gremio de medios informativos para que 
administre recursos económicos que apoyen el sostenimiento y el desarrollo 
de esta industria y nuevas iniciativas periodísticas, así como la alfabetización 
mediática de la ciudadanía.

Para acercar más el 
panorama: en Colombia 
no sería posible hacer cine 
de no ser por los fondos 
públicos y los programas 
estatales de estímulos que 
lo patrocinan. 
El Fondo para el Desarrollo 
Cinematográfico fue creado por
la Ley 814 de 2003, y desde entonces ha 
invertido más de 148.000 millones de 
pesos en proyectos. El cine constituye un 
acervo cultural muy importante para el 
país y es parte de las garantías del derecho 
a la libertad de expresión.

SI DESEA AHONDAR EN EL TEMA, PUEDE CONSULTAR:

Hace un año, el Gobierno aus-
traliano presentó el Código de 
Negociación de Medios Noticio-
sos, que tiene el propósito de 
conseguir que Google y Face-
book negocien los términos jus-
tos bajo los cuales publican en 
sus plataformas el contenido de 
medios, editores y creadores.

En junio del 2021, el Gobierno de Canadá 
lanzó una serie de medidas fiscales 
para apoyar al periodismo, incluyendo 
créditos para el impuesto de renta de 
los periodistas y para los suscriptores a 
servicios de noticias digitales.

El informe del Grupo de trabajo en sostenibilidad del periodismo, del Foro de 
información y Democracia: A New Deal For Journalism, publicado en junio del 2021.

El informe del Grupo de trabajo sobre el periodismo de interés público de Escocia: 
Scotland’s News - towards a sustainable future for public interest journalism, 
publicado en noviembre del 2021. 

•

•

https://informationdemocracy.org/wp-content/uploads/2021/06/ForumID_New-Deal-for-Journalism_16Jun21.pdf
https://www.gov.scot/publications/scotlands-news-towards-sustainable-future-public-interest-journalism/pages/5/
https://flip.org.co/index.php/es/publicaciones
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abiertas para la asignación discre-
cional de estos recursos, su difícil  
trazabilidad y, en general, una ausencia 
de principios protectores de la libertad 
de expresión que profundizan los proble-
mas ya descritos. La FLIP ha identifica-
do patrones y abusos en la asignación de 
publicidad oficial a través de diferentes 
investigaciones que dan luces sobre un 
asunto determinante para la sostenibili-
dad de los medios de comunicación, para 
la garantía del acceso a la información de 
la ciudadanía y, en últimas, para la liber-
tad de expresión. 

Así, debe partirse de la base de que hay 
un problema ya evidente por años al que 
no se le ha brindado una solución concre-
ta, ni suficiente atención desde las dife-
rentes ramas del poder, particularmente 
desde el legislativo y el ejecutivo. A pesar 
de los intentos por instaurar buenas prác-
ticas en algunas administraciones, hacen 
falta mecanismos vinculantes que atien-
dan la situación en todos los niveles de 
la administración pública en el país. Es-
tas reformas, toda vez que tocan puntos 
neurálgicos del sistema de financiación 
mediático, se deben hacer de manera 
consensuada, progresiva y que integren 
ejercicios de socialización que cuenten 
con la participación de otros actores de la 
sociedad civil como universidades, perio-
distas y agremiaciones locales. 

L
a publicidad oficial es una herramienta legítima 
e importante para la comunicación entre los go-
biernos y la ciudadanía. Su principal objetivo es 
servir de puente para así informar y promover 
políticas públicas, obligaciones y deberes de la 

ciudadanía o situaciones de urgencia que se presenten. Sin 
embargo, la ausencia de un marco legal regulatorio claro 
ha desdibujado la naturaleza de estos objetivos, transfor-
mándola en un mecanismo para la autopromoción de go-
bernantes y de presión económica para castigar las líneas 
editoriales de los medios de comunicación. Así, la asigna-
ción de la publicidad oficial es, después de la violencia, el 
segundo factor más determinante de censura y autocensu-
ra en el periodismo colombiano. 

De acuerdo con la información recaudada por el proyec-
to Pauta Visible de la FLIP, entre 2016 y 2020, 75 entidades 
de todo el país invirtieron cerca de 860.000 millones de pe-
sos en contratos de publicidad oficial. Se trata de una bille-
tera con recursos públicos que tiene una influencia deter-
minante en la economía de las empresas periodísticas, lo 
que genera interrogantes frente a las garantías que tienen 
los medios para mantener su independencia editorial. 

En varias regiones del país, donde la publicidad privada es 
mínima, los ingresos de la publicidad oficial pueden suponer 
el 70% o el 80% de los ingresos totales de un medio. El impac-
to de estos recursos en la economía de las empresas periodís-
ticas se ha convertido en una suerte de subsidio encubierto 
para medios de comunicación. Por lo tanto, abordar la regu-
lación de la pauta oficial también implica entender la nece-
sidad de poder reemplazar esos ingresos bajo otro modelo. 

Adicionalmente, la legislación actual, que se resu-
me en el artículo 10 del Estatuto Anticorrupción y en un 
decreto reglamentario del mismo, deja muchas puertas  

La publicidad oficial es, en muchos casos, la mayor 
fuente de ingresos de los medios de comunicación. 

Por eso, la asignación de pauta oficial, que no cuenta 
con una legislación adecuada, se ha convertido en uno 
de los factores más determinantes en la autocensura. 

Es necesario encontrar soluciones concretas en las 
que participen otros actores de la sociedad civil como 

universidades, periodistas y agremiaciones locales. 

La pauta perdida 
Preponderancia de la contratación directa: 
la contratación directa, si bien no es ilegal, 
es nociva para asegurar la objetividad y 
transparencia de los procesos. La FLIP encontró 
que de 800 contratos celebrados entre el 2016 
y 2019, entre el 50% y el 60% fueron asignados 
directamente. La gobernación que más recursos 
de publicidad oficial gastó, también realizó el 91% 
de sus contrataciones directamente. 

Se desdibuja el propósito de la publicidad oficial: 
en 2018 la FLIP y la Misión de Observación Electoral 
(MOE) analizaron los mensajes de publicidad 
oficial ordenados por diez alcaldías del país. De 
2128 mensajes, 1237 (58%) tenían una intención 
de autopromoción. En varios casos se invierten 
recursos públicos en autopromoción de los 
mandatarios y no en información. 

Compra de contenidos: en el 2019 una gobernación 
gastó más de 350 millones de pesos en contratar 
a un medio de comunicación nacional para la 
difusión de ediciones especiales con material 
favorable a la administración sin rótulos de 
publicidad pagada. Esta práctica, conocida como 
content marketing, hace pasar como información 
lo que en realidad es propaganda. 

Los países que han 
regulado la pauta 

Hay ejemplos de regulación valiosos en varios 
países como Canadá, Perú o España. Todos 
coinciden en hacer explícita la definición de 
publicidad oficial, sus fines, prohibiciones 
específicas, criterios y procedimientos para hacer 
efectiva la contratación pública. 

Canadá dispuso la creación de comités 
específicos que sirven como filtro para todos los 
procesos de contratación estatal de publicidad. 

En España, la ley prohíbe que aparezcan 
personalmente voces o imágenes de funcionarios 
públicos de elección popular en los mensajes 
publicitarios del Estado. 

En Uruguay, se estableció la creación de la 
Unidad para la Asignación de Publicidad Oficial 
(UPAO), una instancia con tres representantes: 
uno del Gobierno y dos elegidos por el legislativo 
en función de su experiencia, calidades e 
independencia. En el anteproyecto la UPAO está 
destinada al monitoreo, control y asesoramiento 
de los procesos de publicidad oficial. 
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https://pautavisible.org/
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Las consecuencias de la inapropiada 
gobernanza se han hecho evidentes en casos 
de censura como el sucedido en 2019 cuando 
Juan Pablo Bieri, entonces gerente de RTVC, 
dio la orden de acabar con el programa “Los 
Puros Criollos” de Señal Colombia y de vetar 
a su presentador Santiago Rivas. 

Durante el 2021 hubo otros dos casos en canales 
regionales: el gobernador de Quindío, Roberto 
Jaramillo, presionó a varios periodistas de 
Telecafé Noticias por su manera de informar, 
y el alcalde de Medellín, Daniel Quintero, ha 
interferido en las decisiones editoriales del canal 
público local Telemedellín. La incidencia de este 
último determinó la salida de la gerente Johana 
Jaramillo con alegatos de censura previa y el 
despido del periodista Hernán Muñoz, director del 
sistema informativo del canal.

Dentro del marco regulatorio cabe señalar que: 
1. No hay una misión o función social clara de los 
medios públicos que sea transversal al desarrollo 
y proyección de la industria de medios. 2. La 
fragmentación de los entes reguladores y la baja 
calidad en materia regulatoria no favorecen la 
autonomía ni la independencia de los medios 
públicos. 3. Existe un control directo del Gobierno 
sobre los órganos reguladores, el otorgamiento 
de licencias y la regulación de la radiodifusión, 
por lo tanto estos procesos no gozan de una 
independencia real. 4. Si bien existen operadores 
públicos como RTVC en donde convergen radio 
y televisión y órganos reguladores con funciones 
sobre los dos sectores, la legislación, los 
programas y las políticas aún están pensados 
e implementados de forma aislada en radio 
y televisión, sin correlaciones directas entre 
medios, plataformas, tecnologías y contenidos. 

El FUTIC también planteó acelerar el cierre de 
las brechas digitales pero la ausencia de una 
financiación específica para el ámbito digital 
hace de este planteamiento algo superficial.

“Los medios públicos son la antípoda, o una 
respuesta a los medios privados en televisión. 
La televisión como está mediada por el tema 
económico hace que los contenidos, la forma 
en que estos se presentan y su oportunidad, 
se definen a partir de intereses comerciales. 
Eso da una visión de país y de sociedad muy 
particular, parcializada y en algunos casos 
muy distorsionada. Ante esta realidad, surge la 
conciencia de fortalecer los medios públicos, 
de modo que se pueda completar el mosaico 
de la nacionalidad y de la opinión colombiana”: 
Germán Yances, investigador. 

Los medios públicos son un pilar de la convivencia 
democrática y cumplen una función fundamental en el 

ejercicio de la libertad de expresión y en la promoción de la 
diversidad cultural del país. Hay tres problemas centrales 

en el modelo actual que los rige en Colombia: gobernanza, 
sostenibilidad y legitimidad. 

la ministra, gobernadores y/o alcaldes y repre-
sentantes de RTVC); mientras que la academia 
y la sociedad civil están en desventaja y no hay 
participación de productores o representantes 
del sector audiovisual. En general, las juntas 
de todos los canales tienen pocos miembros: 
Telepacífico es la más numerosa con doce y la 
que menos tiene es Teleislas, con cuatro. Si se 
tiene en cuenta la alta participación del Gobier-
no, se entrevé un agravante para la pluralidad e 
independencia. Los estándares de la Relatoría 
Especial para la Libertad de Expresión (RELE) 
dicen que, “en tanto se ha reconocido que la li-
bertad de expresión exige necesariamente una 
amplia pluralidad en la información, es esen-
cial garantizar que estos medios públicos sean 
independientes del gobierno. Para la CIDH, la 
independencia de los medios de comunicación 
públicos contribuye asimismo a su credibilidad 
y legitimidad”.

medios públicos

P
ara entender el primero, hay que saber 
que en el país existen once canales de 
televisión públicos: ocho regionales y 
dos nacionales (el tercer canal públi-
co es Canal Uno que en la práctica no 

se le considera público, porque la concesión de 
los espacios la tiene un solo operador). En todos 
los casos, la composición de sus juntas directi-
vas tiene alta participación del Gobierno (el o 

1.

2.

3.

4.

5.

COLLAGE: Gabriel Linares con ilustración de Angie Pik

Datos que explican 
el mal estado de 
los medios públicos

La centralización y detrimento de la indepen-
dencia de estos medios ha venido en aumento en 
los últimos años tras la aprobación de la Ley TIC 
1978 de 2019 que eliminó a la Autoridad Nacional 
de Televisión (ANTV) y creó el Fondo Único de Tec-
nologías de la Información y las Comunicaciones 
(FUTIC). Además, se dieron cambios internos en 
el funcionamiento de los canales como en el caso 
de Señal Colombia, que modificó el Comité de Pro-
gramación, que buscaba el cumplimiento de obje-
tivos como la inclusión, el cubrimiento de postu-
ras críticas y un mayor alcance de las audiencias, 
dejando las decisiones de contenidos en cabeza de 
la gerencia. Esta forma de gobernanza configura 
un riesgo de censura ya que limita la autonomía 
del medio y abre la posibilidad a la interferencia 
editorial por parte de autoridades locales, regio-
nales y nacionales. No está a tono tampoco con las 
recomendaciones de la Unesco ni de la CIDH que 
sugieren modelos de gestión con participación de 
diversos sectores, mecanismos de elección idó-
neos para sus organismos de gobernanza y un lí-
mite claro a los intereses políticos.

Ahora, frente a la sostenibilidad, la existencia 
del FUTIC supone un respaldo financiero para la 
radio y la televisión, sin embargo, aún cuenta con 
factores de riesgo que promueven la dependencia 
de los medios al MinTIC. Los más afectados son 
los canales regionales que terminan dependiendo 
de los gobiernos locales en términos económicos. 
Esto restringe la coproducción, la posibilidad de 
realizar proyectos y contenidos de largo alien-
to y de proponer una línea editorial separada de 
los intereses de las administraciones de turno. 
Si bien el Fondo asegura una base de recursos y 
distribución, no son suficientes para garantizar el 
funcionamiento ni para la creación de iniciativas 
duraderas. Como consecuencia se ven afectadas la 
visibilidad, el reconocimiento y la independencia 
de los medios. 

La centralización de los recursos en un solo 
fondo controlado desde el MinTIC también tiene 
un impacto en la calidad y el tipo de contenidos 
que llegan a las parrillas de la televisión pública. El 
nuevo modelo supone convocatorias públicas de 
seis meses y entrega de proyectos en los otros seis 
meses del año, un tiempo muy corto para el sector 
audiovisual y una tercera parte del tiempo que tu-
vieron años atrás los mercados de coproducción.

El tercer problema es el de la legitimidad, que 
tiene que ver con la función que cumplen los me-
dios públicos en una democracia, en la defensa 
del interés público y la construcción de ciudada-
nía. El papel de estos medios es importante para 
equilibrar la balanza de opiniones, percepciones y 
miradas sobre las identidades y la diversidad. 

El imaginario frente a los medios públicos en 
Colombia es contradictorio. Hay programas de 
calidad que son premiados en los India Catalina 
o los TALTV, pero la influencia de los gobiernos 
ha situado a otros cerca del poder y lejos de las 
audiencias que no ven en ellos la representación 
de la diversidad del país. Por lo tanto, poco se pre-
ocupa la ciudadanía por la defensa de la indepen-
dencia de estos medios.  

Otra gobernanza para 
ganar independencia en los

https://ligacontraelsilencio.com/2019/01/23/juan-pablo-bieri-un-censor-puro-y-criollo/
https://ligacontraelsilencio.com/2019/01/23/juan-pablo-bieri-un-censor-puro-y-criollo/
https://ligacontraelsilencio.com/2019/01/23/juan-pablo-bieri-un-censor-puro-y-criollo/
https://www.eltiempo.com/colombia/otras-ciudades/gobernador-de-quindio-es-acusado-de-presionar-a-periodista-de-telecafe-572671
https://www.eltiempo.com/colombia/otras-ciudades/gobernador-de-quindio-es-acusado-de-presionar-a-periodista-de-telecafe-572671
https://www.eltiempo.com/colombia/otras-ciudades/gobernador-de-quindio-es-acusado-de-presionar-a-periodista-de-telecafe-572671
https://flip.org.co/index.php/es/informacion/pronunciamientos/item/2801-independencia-de-telemedellin-en-jaque
https://flip.org.co/index.php/es/informacion/pronunciamientos/item/2801-independencia-de-telemedellin-en-jaque
https://flip.org.co/index.php/es/informacion/pronunciamientos/item/2801-independencia-de-telemedellin-en-jaque
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parte de las decisiones y de la finan-
ciación, está centrada en las mesas de 
regulación. Antes no era perfecto, pero 
por lo menos estaban separados y creo 
que eso causa dificultades. 

FLIP: En noviembre del año pasado, 
el MinTIC aseguró que la inversión en 
televisión pública ascendió a más de 
300 millones de pesos. Para muchos, 
la financiación sería una solución 
a las falencias actuales, pero ¿qué 
otros incentivos necesitan los me-
dios públicos para su sostenimiento?  
M.B: Las vigencias de los recursos y 
la posibilidad de usarlos. Por ejemplo, 
MinTIC abre un presupuesto en enero 
para que los canales hagan unas con-
vocatorias públicas hasta, aproximada-
mente junio. Quedarían solo seis meses 
(si el plazo alcanza el 31 de diciembre) 
para entregar los proyectos. La produc-
ción de televisión de mayor compleji-
dad y calidad necesita más tiempo. 

Hace unos diez años, cuando estaba 
en Señal Colombia y lanzamos el mer-
cado de coproducción, teníamos recur-
sos privados, nacionales e internacio-
nales para hacer proyectos y logramos 
que duraran dieciocho meses. Tampo-
co es el tiempo ideal, pero para hacer 
proyectos con mayor envergadura y 
complejidad narrativa, o desarrollos 
transmediales, se necesita más tiempo. 

FLIP: Otra propuesta en auge son 
los contenidos digitales. Sin embar-
go, vivimos en un país con un bajo  
índice de conectividad. ¿Cómo pro-
mover esta iniciativa y acercar a nue-
vas audiencias?
M.B: Hay algo particular, y es que toda-
vía no se tiene el desarrollo de conte-
nidos nativos digitales y no hay una fi-
nanciación específica hacia allá. Todo 
pasa por el embudo de la TV abierta, y 
eso hace que no se estipulen proyectos 
muy grandes, excepto RTVC que tiene 
RTVC Play. Pero los canales regionales 
estamos en YouTube o tenemos unos 
sitios web bastante arcaicos en compa-
ración con otras ofertas digitales. 

Con la cuarentena subieron las 
audiencias en los canales privados y 
públicos, pero volvieron a bajar hace 
varios meses con el retorno a las acti-
vidades presenciales. ¿Qué lecciones 
deja esto? Identificamos una mayor 
audiencia en niños y madres que nece-
sitaron la TV educativa en casa, y aten-
dimos estratos más populares que no 
tienen acceso a la conectividad. 

Lo que falta es hacer más promo-
ción, más publicidad para que la gente 
sepa qué puede encontrar en esta TV. 
La gente no confía en que puede en-
contrar contenidos valiosos, entrete-
nidos y pertinentes en la TV pública. 
Pero cuando encuentran por casua-
lidad o por necesidad, como ocurrió 
con la cuarentena, descubren cosas 
que les gustan. 

FLIP: Se han presentado varios casos 
que afectan la independencia de los 
medios públicos: Juan Pablo Bieri en 
RTVC, Telemedellín y 
Telecafé. ¿Cómo pre-
venir estos hechos y 
ganar independencia?
M.B: En primer lugar, 
haciendo unos planes 
estratégicos sobre el 
tipo de contenidos que 
se quieren producir a 
largo plazo; un plan 
con valores, principios 
y objetivos anuales 
que estén blindados. 
También podría darse 
alguna veeduría de in-
dependencia editorial, 
así como se revisan con los contratos y 
los procesos para que no haya corrup-
ción. En RTVC, antes de lo de Bieri, 
había una cantidad de protocolos que 
diseñamos para evitar esa intromisión 
a la independencia. 

La independencia también se pier-
de si las decisiones creativas y de pen-
samiento quedan en cabeza de los 
gerentes o de los presidentes, que en 
realidad no deberían determinar los 
contenidos. Además, los gerentes no 
deberían seguir siendo nombrados 
por los gobernantes de turno, sino 
por concurso o un equipo técnico es-
pecializado e independiente, y por un 
periodo que sobrepase los cuatro años 
del gobernante. La participación plu-
ral ayuda a mantener esa independen-
cia editorial. 

FLIP: ¿Qué otras sugerencias propo-
ne para garantizar un modelo plural 
e incluyente en los medios públicos?
M.B: Insisto en la planeación a largo 
plazo, con unos principios de plurali-
dad, inclusión y diversidad pero que 
también tenga en cuenta las necesi-
dades de las regiones. Por ejemplo, en 
Telepacífico el canal Origen, que es 
afro, es un acierto teniendo en cuenta 
el gran número de población afro en la 
región del Pacífico.

Así mismo, sería una riqueza que 
los canales públicos no solamente es-
tén circunscritos a la regionalidad sino 
también a intereses editoriales que sean 
pertinentes para la realidad actual. En 
Canal Capital, por ejemplo, estamos ha-
ciendo énfasis en el trabajo feminista, 
con mirada y perspectiva de género, y 
también en la infancia. Para fortalecer 
estas apuestas se debe tener diálogo 
con lo internacional y contar con adqui-
siciones porque los canales regionales 

no tenemos la misma 
capacidad de compra 
de licencias extranje-
ras como las que tiene 
Señal Colombia. 

FLIP: Sobre esas otras 
realidades, ¿qué refe-
rentes internacionales 
en televisión conoce?
M.B: Los canales ar-
gentinos como En-
cuentro, que tiene mu-
chas lecciones sobre 
innovación porque tie-
nen procesos de pro-

ducción que duran meses y años para 
poder hacer contenidos de muy alta ca-
lidad. Otro gran ejemplo es Pakapaka, 
que ha hecho un trabajo de innovación 
en los contenidos porque alcanzaron a 
hacer un parque temático en Buenos 
Aires en el que los próceres de Argenti-
na eran los protagonistas y contaban la 
historia del país. Es un canal que ha lo-
grado la apropiación de los contenidos 
fuera y dentro de las pantallas, la gente 
los quiere. Eso está lejos de ocurrir acá. 
Somos invisibles y si desaparecemos a 
nadie le importa.

miradas que los privados no: atienden realida-
des culturales, sociales y educativas que comple-
tan una visión mucho más plural, y consideran 
a los ciudadanos como personas y no como con-
sumidores. Pero sucede que tienen desarrollos 
muy desiguales dependiendo de si son regiona-
les o nacionales. He estado en Señal Colombia 
y Canal Capital, y los presupuestos y la forma 
de trabajo son diferentes porque Señal Colom-
bia recibe financiación estatal, mientras que los 
regionales deben vender servicios para comple-
mentar el presupuesto que les da MinTIC. 

FLIP: ¿Cómo calificaría la regulación actual 
sobre medios públicos en Colombia?
M.B: Con la última ley hubo una concentración 
de poderes en el MinTIC, que además de ser 

P
ara conocer un poco más sobre este 
panorama conversamos con Marcela 
Benavides, quien tiene más de 20 años 
de experiencia en el sector. Exdirecto-
ra de Señal Colombia y actual líder de 

ciudadanía, cultura y educación de Canal Ca-
pital. La independencia, el financiamiento y la 
necesidad de que la ciudadanía reconozca y se 
apropie de los canales son los temas clave.

FLIP: ¿Cuáles son las fortalezas y falencias 
que presentan los medios públicos, específi-
camente en la televisión?
Marcela Benavides (M.B): Los medios públi-
cos hacen un gran aporte porque tienen unas  

A pesar de su función e 
importancia social, la televisión 

pública enfrenta varios desafíos 
para mantenerse al aire. 

Sus puntos más débiles: una 
financiación desequilibrada, 

una gobernanza débil, la 
centralización de poderes 

en el MinTIC, la ausencia de 
contenidos digitales y la notable 

diferencia entre canales 
regionales y nacionales,
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E
n esta “batalla” entre los Estados y las 
empresas de tecnología, el principal 
riesgo es limitar los derechos de las y 
los usuarios de Internet, reconocidos 
como derechos fundamentales. Según 

el reporte de Freedom House, publicado en 2021, 
uno de cada cuatro gobiernos del mundo ha traba-
jado en nuevas reglas para que las empresas tec-
nológicas regulen el contenido de los usuarios en 

los últimos años, y buena parte de estas normas 
entrañan riesgos para la libertad de expresión y 
ejercen una presión considerable sobre las em-
presas para que tomen medidas restrictivas.

En Colombia, cabe mencionar dos ejemplos 
de intentos de regulación que suponen un ries-
go de censura. En medio del paro nacional de 
2021, el Ministerio de Defensa lanzó la campaña 
#ColombiaEsMiVerdad que fue justificada para 
combatir las noticias falsas que circulan en In-
ternet. Se basó en la creación de un enemigo: las 
y los usuarios de redes sociales que criticaron o 
cuestionaron el accionar de la fuerza pública. 
La campaña tachaba de falsas sus publicaciones 
y así inauguró una vigilancia sin aclarar el pro-
cedimiento que se lleva a cabo para identificar 
los contenidos ni los criterios usados para defi-
nir la veracidad de los mismos que, al parecer, 
terminan siendo insumo para investigaciones 
penales o disciplinarias en contra de las y los 
usuarios de Internet. 

También vale la pena mencionar la consul-
ta pública que hizo la Secretaría de Transpa-
rencia en octubre de 2021 sobre este tema, que 
incluyó preguntas como: “¿Estaría de acuerdo 
con la regulación de las redes sociales con el 
fin de evitar la desinformación, el debilita-
miento de las democracias, los discursos de 
odio y la propaganda deshonesta?” una forma 
de reducir una discusión compleja que puede 
fácilmente convertirse en otra herramienta 
para que el Estado silencie voces críticas. 

De igual manera, es importante anotar el 
rol de los Estados frente a las plataformas. Es-
tos tienen la obligación de velar por que las 
entidades privadas no interfieran con la liber-
tad de opinión y de expresión. Ante el amplio 
poder de las grandes organizaciones para 
moldear el debate público en línea y la opa-
cidad en el funcionamiento de sus algoritmos 
de moderación de contenidos, también hace 
falta mayor claridad y transparencia. En me-
dio de movilizaciones sociales en septiembre 
de 2020, Facebook decidió bloquear tempo-
ralmente la etiqueta #ACAB (All Cops Are Bas-
tards) y, en 2021, Twitter hizo lo mismo con 
las cuentas del periodista Gustavo Gómez por 
supuestamente incumplir las normas de Twit-
ter y de la columnista Ana Bejarano por vestir 
una camiseta con la frase “Saquen sus rosa-
rios de nuestros ovarios”. La eliminación de 
contenido de forma automática lleva consigo 
el riesgo de que aparezcan nuevas formas de 
censura que ya amenazan los esfuerzos crea-
tivos en el contexto de los derechos de autor.

Cuando la regulación  
ataca la libertad de expresión

El 2021 fue el año en el que se registró el mayor número de 
arrestos en el mundo a usuarios por expresar contenido sobre 
asuntos de discurso político, social o religioso.

Veinte países suspendieron el acceso a Internet  
y veintiún estados bloquearon el acceso a las plataformas  
de redes sociales.

Organizaciones internacionales sospechan que las autoridades 
de al menos 45 países obtienen software espía sofisticado o 
tecnología de extracción de datos de proveedores privados.

A finales de 2020, en Nicaragua entró en vigencia la Ley 
Especial de Ciberdelitos que castiga con penas de cárcel 
a quienes difundan “noticias falsas y/o tergiversadas que 
produzcan alarma, temor, zozobra en la población, o a un grupo 
o sector de ella o a una familia”. Esta ley ha sido utilizada por el 
Gobierno para perseguir a periodistas y personas críticas del 
presidente Daniel Ortega.

En por lo menos 38 países del mundo, los gobiernos están 
trabajando en reformas legales sobre la gestión de los datos 
personales que recopilan las grandes compañías de sus 
usuarios. El problema es que algunas de estas medidas no 
apuntan a proteger la privacidad de las y los usuarios, sino a 
darles facilidad a los Estados para solicitarles a las plataformas 
dicha información, lo que abre la puerta a perfilamientos y 
vigilancia minuciosa por parte del Estado hacia la ciudadanía.

SI DESEA AHONDAR EN EL TEMA, PUEDE CONSULTAR:

El informe The Global Drive to Control Big Tech de Freedom House, publicado en 2021.

El artículo European Democracy and Counter-Disinformation: Toward a New Paradigm? del centro de pensamiento Carnegie 
Endowment for International Peace, publicado en diciembre del 2021.

El documento Estándares para una regulación democrática de las grandes plataformas que garantice la libertad de expresión en línea 
y una Internet libre y abierta de Observacom, publicado en octubre del 2020.

•

• 

•

Las empresas de Internet se han convertido en 
intermediarias fundamentales para la democratización del 

debate público. Al mismo tiempo, han acelerado problemas 
como pérdida de la calidad de la información, amplificación 

de acciones violentas, desinformación, entre otros. ¿Cómo 
conciliar entre la libertad de expresión y las preocupaciones 

por el derecho a la privacidad y la seguridad nacional?
•

•

•

•

•
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https://freedomhouse.org/report/freedom-net/2021/global-drive-control-big-tech
https://forms.office.com/pages/responsepage.aspx?id=xnMGGuEkbUe7TbpqkaPFiEGngmhCmJ9KrFwCd_RS-NRURVhNRUFKOE0yWktCVEw3WllWTFo3T1NGWC4u
https://forms.office.com/pages/responsepage.aspx?id=xnMGGuEkbUe7TbpqkaPFiEGngmhCmJ9KrFwCd_RS-NRURVhNRUFKOE0yWktCVEw3WllWTFo3T1NGWC4u
https://forms.office.com/pages/responsepage.aspx?id=xnMGGuEkbUe7TbpqkaPFiEGngmhCmJ9KrFwCd_RS-NRURVhNRUFKOE0yWktCVEw3WllWTFo3T1NGWC4u
https://www.eltiempo.com/cultura/gente/twitter-bloqueo-la-cuenta-del-periodista-gustavo-gomez-567802
https://www.eltiempo.com/cultura/gente/twitter-bloqueo-la-cuenta-del-periodista-gustavo-gomez-567802
https://www.eltiempo.com/cultura/gente/twitter-bloqueo-la-cuenta-del-periodista-gustavo-gomez-567802
https://losdanieles.com/ana-bejarano/suspendida/
https://losdanieles.com/ana-bejarano/suspendida/
https://losdanieles.com/ana-bejarano/suspendida/
https://forbescentroamerica.com/2020/12/30/entra-vigor-ley-que-ejercera-vigilancia-en-redes-sociales-en-nicaragua/
https://forbescentroamerica.com/2020/12/30/entra-vigor-ley-que-ejercera-vigilancia-en-redes-sociales-en-nicaragua/
https://forbescentroamerica.com/2020/12/30/entra-vigor-ley-que-ejercera-vigilancia-en-redes-sociales-en-nicaragua/
https://freedomhouse.org/report/freedom-net/2021/global-drive-control-big-tech
https://carnegieendowment.org/2021/12/14/european-democracy-and-counter-disinformation-toward-new-paradigm-pub-85931
https://carnegieendowment.org/2021/12/14/european-democracy-and-counter-disinformation-toward-new-paradigm-pub-85931
https://www.observacom.org/estandares-para-una-regulacion-democratica-de-las-grandes-plataformas-que-garantice-la-libertad-de-expresion-en-linea-y-una-internet-libre-y-abierta/
https://www.observacom.org/estandares-para-una-regulacion-democratica-de-las-grandes-plataformas-que-garantice-la-libertad-de-expresion-en-linea-y-una-internet-libre-y-abierta/
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Sin embargo, las emisoras comunitarias so-
breviven a pesar de: (i) Una regulación restric-
tiva que las categoriza como emisoras Clase D 
con la menor de las potencias y por ende, poco 
alcance y cobertura. (ii) Desigualdad de condi-
ciones frente a emisoras comerciales y emisoras 
de la fuerza pública. En varias ocasiones no lo-
gran transmitir en todo el municipio. (iii) Pro-
cesos burocráticos que no atienden los contex-
tos diferenciados que viven las organizaciones 
comunitarias. (iv) Altas cargas financieras que 
dificultan la sostenibilidad: pagos de servicios, 
arriendos, licencias y SAYCO y ACINPRO, entre 
otros. (v) Falta de capacitación técnica y acom-
pañamiento institucional, y (vi) Dependencia de 
la publicidad oficial que en ocasiones obliga a la 
autocensura para asegurar recursos. 

La comunicación comunitaria tiene el po-
tencial de dar lugares de enunciación y parti-
cipación a las comunidades, de garantizar el 
ejercicio de la libertad de expresión y el derecho 
de acceso a la información. Sin embargo, se ha 
encontrado constantemente escalando un muro 
de obstáculos a los que la institucionalidad no 
responde. Organismos como la CIDH han esta-
blecido que los procesos de asignación deben 
hacerse mediante procedimientos especiales 
que no exijan requisitos tecnológicos severos. 
Asimismo, otras condiciones discriminatorias 
son las limitaciones injustificadas de potencia, 
contenidos, cubrimiento territorial o acceso a 
fuentes de financiamiento. 

En Colombia, aparecen varias de las anterio-
res condiciones que impiden la consolidación 
de una radio comunitaria robusta y sostenible. 
Le corresponde al Estado evaluar la regulación 
existente, y más que simplemente limitarse 
a otorgar licencias, velar porque a estas se les 
dé buen uso, por brindar capacitación y he-
rramientas para que los medios comunitarios 
cumplan con el rol fundamental que requiere 
un país en silencio.

S
egún los datos de 2019 de la investiga-
ción Cartografías de la Información, 
los desiertos de información en el país 
se extienden por 666 municipios, y de 
acuerdo con el último informe trimes-

tral del sector TIC publicado por MinTIC, Bogotá 
D.C. es el territorio con mayor penetración de 
Internet fijo con apenas el 27.5%. Mientras que 
18 departamentos no llegan al 10% de penetra-
ción, entre ellos: Guaviare, Putumayo, San An-
drés y Providencia, Arauca, Nariño, Magdalena, 
Chocó, Córdoba y Cauca. Adicionalmente, la Or-
ganización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) publicó su ranking más re-
ciente de países donde hay acceso a por lo me-
nos un computador por hogar, Colombia está en 
el último puesto. 

La imposibilidad de establecer un ecosistema 
plural impide el debate público local y dificulta 
que se consolide la democracia en lugares que 
han sido históricamente precarizados y silen-
ciados. Una de las alternativas más valiosas para 
hacer frente a esta situación está en la comunica-
ción comunitaria de voces organizadas que dina-
mizan el debate en los territorios. Sin embargo, el 
modelo actual no termina de cumplir su función 
a cabalidad, pues sus problemas estructurales 
ponen en jaque la posibilidad de consolidar me-
dios comunitarios sostenibles y legítimos. 

Para la muestra, un botón: la radio comuni-
taria. La radio es el medio con mayor alcance en 
todo el país, allí donde no llega internet ni tele-
visión es probable que sí llegue una frecuencia 
radial, pues cubre alrededor del 95% del territo-
rio nacional. Hay más de 600 emisoras comuni-
tarias. Incluso, con ocasión del Acuerdo de Paz, 
se abrieron dos nuevas convocatorias para ra-
dios comunitarias y étnicas. A la fecha hay 74 en 
funcionamiento. A eso se le suman las emisoras 
de paz que transmiten en once zonas. Aunque no 
son comunitarias, ilustran la importancia de la 
radiodifusión para la construcción de paz. 

En más de la mitad del 
país no existen medios 

de comunicación que 
produzcan información local. 
Esto, sumado a las precarias 
condiciones de conectividad, 

ha instalado el silencio 
informativo y un riesgo para 
el ejercicio de la libertad de 

expresión y de prensa.

El dial perdido
Entre el 2019 y el 2020 el Gobierno nacional abrió convocatorias para emisoras 
comunitarias y con enfoque étnico, después de diez años de inactividad en este campo. 
En la primera, 188 emisoras fueron declaradas viables. Sin embargo, solo 74 están 
funcionando. Diez viabilidades fueron canceladas por el MinTIC porque no pagaron a 
tiempo los derechos de concesión. 

En la segunda convocatoria, la de emisoras con enfoque étnico, 116 propuestas fueron 
evaluadas y solo quince cumplieron con los criterios establecidos por el MinTIC.

Las emisoras del Ejército llegan a tener hasta 15 kW de potencia (ninguna tiene menos de 1 
kW), mientras que las comunitarias tienen una potencia restringida en la mayoría de casos 
a 0.25kW. Esto ilustra la disparidad en las condiciones que afecta a la radio comunitaria.

COLLAGE: Gabriel Linares con ilustración de Angie Pik
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Promoción de 
la comunicación 
ciudadana en 
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silenciado

https://www.flip.org.co/images/pdfs/Resultados-cartografas-de-la-informacin.pdf
https://www.wradio.com.co/2022/01/11/la-ocde-revelo-que-colombia-aparece-en-el-ultimo-lugar-del-ranking-de-los-hogares-que-tienen-internet-en-su-casa/
https://www.wradio.com.co/2022/01/11/la-ocde-revelo-que-colombia-aparece-en-el-ultimo-lugar-del-ranking-de-los-hogares-que-tienen-internet-en-su-casa/
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         Radios
comunitarias    
y televisión,

En Colombia existen cerca de 600 emisoras comunitarias. 
La mayoría afronta graves problemas para su sostenibilidad y la producción 

de contenido. El modelo necesita adaptarse para que pueda jugar su rol en los 
ecosistemas mediáticos actuales y de tal manera garantizar mayor pluralidad. 

condiciones de calidad para emitir. 
Otro de los problemas es que el Estado 
a veces se demora en la entrega de títu-
los y de frecuencias.

Esos problemas de las emisoras co-
munitarias suceden mientras que hay 
una cantidad desmedida de radios mi-
litares y policiales, que cuentan con to-
das las garantías para transmitir. El país 
está en un período de transición, de 
posguerra, por lo que creo que habría 
que reducir la cantidad de frecuencias 

que están en manos de las agencias de 
seguridad del Estado para dárselas a 
sectores civiles, bien sean radios comu-
nitarias, públicas o comerciales. 

FLIP: El año pasado en la FLIP cono-
cimos el caso de una emisora comu-
nitaria que no podía emitir correcta-
mente su señal, pues la antena que 
les adjudicaron fue instalada a quin-
ce minutos en moto del casco urbano 
donde tienen licencia para transmi-
tir y la baja potencia hace que no se 
pueda sintonizar la emisora en todo 
el municipio. ¿Qué debería hacerse 
en cuanto a regulación para lidiar 
con situaciones como esta?
E.L: Una buena regulación no puede 
imponer limitaciones geográficas o de 
potencia, que sean innecesarias o que 
limiten el tipo de servicio o el tipo de 
comunidad. La recomendación sería 
que el regulador vea caso a caso cada 
emisora. Por ejemplo, puede haber 
una radio que requiera una potencia 
reducida porque emite geográficamen-
te para una pequeña comunidad en el 
territorio; pero puede haber también 
una radio vinculada a las mujeres, o a 
la agenda de los derechos de las muje-
res que necesitaría una potencia mayor 
porque su comunidad está diseminada 
en distintas partes del territorio.

FLIP: ¿Qué ejemplos podría seguir 
Colombia para tener una mejor legis-
lación en esta materia?
E.L: Hay ejemplos latinoamericanos 
muy buenos, como los de Uruguay, 
Brasil o Chile. En el resto del mundo es-
tán los ejemplos de Canadá o la Unión 
Europea. Allí está claramente identi-
ficado el sector comunitario, se defi-
nen sus características, se establecen 
mecanismos de concurso, en general, 
donde no tenga un peso lo lucrativo o 
el precio por el uso de la frecuencia. El 
gobierno lo que debería vigilar es que 
no se disfrace una radio comercial de 
una comunitaria.

Las regulaciones de estos países 
también se caracterizan por que no 
tienen limitaciones de ningún tipo: 
pueden tener acceso a publicidad, a re-
cursos tanto públicos como privados, 
para tener una radio con estándares de 
calidad. Para poner otro ejemplo, en 

México se aprobó una legislación que 
facilitaba el acceso de los pueblos in-
dígenas a las radios comunitarias, pero 
se les impedía acceder a publicidad 
privada y solo se les otorgaba un 1% de 
la publicidad estatal. 

En el caso de Colombia sería clave 
prever algunas reservas para pueblos 
originarios, afrodescendientes, que 
en general se han visto excluidos de 
la radiodifusión.

FLIP: ¿Y qué debería hacer un próxi-
mo gobierno con las radios que por 
alguna razón han estado emitiendo 
por fuera de la regulación?
E.L: Puede ser frecuente que haya emi-
soras comunitarias que durante varios 
años emitieron señal por fuera de los 
parámetros que establece la ley porque 
no tenían las facilidades o las frecuen-
cias asignadas. El gobierno entonces 
debería tener una ley garantista, que 
cuente con la participación de las pro-
pias asociaciones de radios comunita-
rias para así hacer un censo o línea de 
base que permita establecer cuáles son 
las emisoras que han operado, entre 
comillas, de forma irregular. De esta 
manera, el gobierno podría establecer 
una suerte de amnistía o mecanismos 
para que estas radios se acojan a una 
serie de beneficios. 

FLIP: Hablemos ahora de la televisión 
pública. Durante el 2021 nos enfren-
tamos a un escenario en el que dife-
rentes gobernantes querían inter-
ferir en la línea editorial de medios 
como Telecafé o Telemedellín. ¿Cómo 
se le puede hacer frente a esto?
E.L: En general, en América Latina, 
hay un déficit de gobernanza democrá-
tica. Por lo general, quien está en el go-
bierno tiende a pensar que debe gober-
nar la televisión pública. Yo creo que 
eso al final juega en contra y debilita la 
televisión pública porque los ciudada-
nos no son todos ciudadanos partidis-
tas. La televisión pública debería ser 
un contrapeso de la disputa política y 
partidaria, generando información de 
calidad, documentales, informativos 
que tengan altos estándares de objeti-
vidad, de pluralismo, neutralidad. 

Todo eso solo se logra con una go-
bernanza compleja, donde tenga parti-
cipación la sociedad civil, la academia, 
los representantes de los gobiernos 
y de la oposición y se rindan cuentas 
al congreso. Obviamente también hay 
que garantizar un financiamiento por 
alguna vía, ya sea por medio de algún 
impuesto o asignación específica. No 
tenemos ejemplos claros de cómo fun-
ciona esto en Latinoamérica, pero sí te-
nemos de referentes a la BBC de Reino 
Unido, la Deutsche Welle en Alemania, 
la televisión Sueca, e incluso la PBS de 
Estados Unidos. 

FLIP: Y hablando en general del eco-
sistema de canales de televisión, ¿ha-
cia dónde debería apuntar una regu-
lación que busque mayor pluralidad?
E.L: En nuestros países no hay per se 
un pluralismo en la televisión, pues 
nacieron como grupos de comunica-
ción dominantes y heterogéneos y así 
se han mantenido, aunque los Estados 
tengan la obligación de promover el 
pluralismo. Para introducir elemen-
tos de pluralismo progresivamente se 
podría poner límites razonables a la 
concentración. Por ejemplo, si hay un 
grupo que ya tiene cuatro canales en 
televisión abierta y la televisión digital 
permite que haya nuevos canales, pues 
no debería ser ese mismo grupo el que 
siga quedándose con ellos, sino que 
tendrían que ingresar nuevas voces.

habló sobre la legislación de los me-
dios comunitarios y el rol que juegan 
en una democracia.

FLIP: ¿Cómo calificaría la legislación 
de nuestro país frente a emisoras co-
munitarias?
Edison Lanza (E.L): Es insuficiente. 
Es decir, no hay unas leyes que garan-
ticen que estas emisoras puedan tener 

E
l tercer sector de la comu-
nicación que agrupa a los 
medios comunitarios (radio 
y televisión) enfrenta un 
escenario convergente di-

fícil dado el rezago en su legislación, 
licencias, burocracia y sus apuestas 
de contenidos. En esta entrevista con-
versamos con Edison Lanza, exrelator 
especial para la libertad de expresión 
de la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos (CIDH), quien nos 

¿cómo regularlos?

FOTO: Daniel Cima/CIDH

EN AMÉRICA LATINA 
HAY UN DÉFICIT 

DE GOBERNANZA 
DEMOCRÁTICA. QUIEN 
ESTÁ EN EL GOBIERNO 
TIENDE A PENSAR QUE 

DEBE GOBERNAR LA 
TELEVISIÓN PÚBLICA.

https://www.flickr.com/photos/cidh/33533584126/
https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000130970_spa
https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000130970_spa
https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000130970_spa
https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000130970_spa
https://www.flickr.com/photos/cidh/33533584126/
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C
olombia ha sido uno de los países 
con mayores riesgos para ejercer el 
periodismo en el mundo: 162 perio-
distas han sido asesinados por razo-
nes vinculadas a su oficio entre 1977 

y 2021. Esta cifra, consolidada por la prensa, la 
academia y organizaciones sociales, muestra 
solo una parte de la dimensión de la violencia 
sobre el periodismo en el país, que en el contex-
to del prolongado conflicto armado incluye se-
cuestros, desplazamientos, exilios, amenazas, 
estigmatizaciones y hostigamientos, entre otras 
agresiones. La violencia no solo ha sido dirigi-
da a los y las reporteras, también ha impactado 
sobre una larga cadena de colaboradores que 
nutren los procesos informativos. 

En la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), 
en la que existen siete macro casos abiertos, 
hasta la fecha no se han priorizado hechos victi-
mizantes sufridos por los y las periodistas en el 
marco del conflicto armado interno. Si bien en el 

caso 01, Toma de rehenes y otras priva-
ciones graves de la libertad cometidas 
por las FARC-EP, se analizó la situación 
de un periodista retenido, la JEP no se 
refirió a las afectaciones a nivel indivi-
dual y colectivo del derecho a la libertad 
de expresión. Aunque la JEP organizó 
un seminario sobre violencia contra pe-
riodistas en 2019, en el que se analiza-
ron los contextos de los crímenes y los 
retrocesos en materia de investigación, 
a la fecha no se han promovido más es-
pacios de esa naturaleza.

Hay otros antecedentes relevantes. 
En 2012, se anunció el comienzo del 
proceso de reparación colectiva a pe-
riodistas por parte de la Unidad para 
las Víctimas; en este se reconoció a la 
prensa como víctima del conflicto ar-
mado y consideró que la violencia en 
su contra no solo generó afectaciones 

individuales, sino también colectivas. 
En 2014, se oficializó a la comunidad 
de periodistas como un sujeto de re-
paración colectiva, el cual, según ci-
fras de la Unidad para las Víctimas, 
contempla unas 400 mil personas en 
todos los departamentos del país. En 
este proceso, que está por cumplir una 
década, tan solo el ejercicio de diag-
nóstico de los impactos y los daños co-
lectivos al periodismo ha tomado más 
de seis años. La FLIP participó de va-
rias mesas de trabajo con la Unidad de 
Víctimas y con periodistas entre 2012 y  
2015, pero ante la ausencia de un plan 
detallado, la Fundación decidió apar-
tarse del proceso.

En 2015, el Centro Nacional de Me-
moria Histórica (CNMH), con apoyo de 
la FLIP, presentó el informe La pala-
bra y el silencio, una investigación que 
mostró las principales características, 
dinámicas, lógicas y patrones de la vio-
lencia ejercida contra medios y perio-
distas desde 1977 hasta 2015. Los ase-
sinatos, secuestros, desplazamientos 
y violencia sexual, entre otros hechos 
de violencia, fueron recopilados en 
este trabajo al que contribuyeron con 
su testimonio varios profesionales que 
habían sido víctimas del conflicto. Este 
informe evidenció que la información 
periodística era objeto de persecución 
por parte de todos los actores armados 
involucrados en el conflicto. 

Desde 2017, la Comisión de la Ver-
dad adelanta procesos de escucha e 
investigaciones que dan cuenta, entre 

otras, de afectaciones contra medios y 
periodistas, y que servirán de insumo 
para el informe final de la Comisión, 
que brindará un análisis más completo 
de las motivaciones que llevaron a acto-
res armados a atentar contra la prensa. 

El relato amplio y complejo de la 
violencia contra el periodismo en Co-
lombia debe dar señales claras del 
porqué el control de la información es 
esencial para el ejercicio del poder por 
parte de actores violentos; de cómo, 
para qué y quiénes fueron protagonis-
tas de esa persecución; y de cómo las 
líneas de continuidad de las censuras 
tienen relación con esas violencias, 
que pese a sus modificaciones, siguen 
presentes en muchas zonas del país, al-
terando el sano ejercicio de informar lo 
que acontece, nos interesa y preocupa 
como sociedad.

Resarcir las heridas del periodismo 
violentado requiere de más acciones 
concretas y menos actos de protocolo. 
No se trata de brindar  anuncios ins-
titucionales empáticos y pomposos, 
como ha sucedido en determinados 
momentos, sino de permitir que las 
nuevas generaciones gocen de la po-
sibilidad de expresarse libremente, de 
no seguir cargando las censuras y la 
violencia como una pesada herencia.

La identificación y reconocimiento de los hechos  
de violencia contra periodistas y medios de 

comunicación, así como de las afectaciones al oficio 
periodístico y las consecuencias para la sociedad,  

es una tarea que, pese a los avances, persiste inconclusa. 
Es una necesidad pendiente que implica memoria, 
verdad, justicia y reparación al oficio periodístico. 

COLLAGE: Gabriel Linares con ilustración de Angie Pik
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del periodismo

https://centrodememoriahistorica.gov.co/wp-content/uploads/2020/02/la-palabra-y-el-silencio-violencia-contra-periodistas.pdf
https://centrodememoriahistorica.gov.co/wp-content/uploads/2020/02/la-palabra-y-el-silencio-violencia-contra-periodistas.pdf
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El plan que establezca el próximo gobierno para 
abordar las problemáticas del periodismo deberá tener 

suficiente reconocimiento público, y contemplar que las 
nuevas medidas no solo tienen que ser aprobadas sino 

implementadas. Existen muchos ejemplos en diferentes 
países del mundo que incluyen buenas ideas sobre cómo 

salvaguardar el ejercicio periodístico. Con el propósito 
de persuadir al público y a los formuladores de políticas 

de que es necesario y de que se puede hacer algo, 
presentamos treinta recomendaciones que buscan hacer 

frente a nueve problemas estructurales. 

FRENTE A LA URGENCIA EN POLÍTICAS PARA 
PREVENIR, PROTEGER Y GARANTIZAR JUSTICIA

1. Implementar una política pública que garan-
tice y fortalezca el derecho a la libertad de ex-
presión y de información de quienes ejercen 
el periodismo en el país. Esta política deberá 
reconocer abiertamente que el periodismo es 
un servicio público cuando provee informa-
ción de alto interés para la ciudadanía. Los 
Estados deben garantizar que los y las perio-
distas gocen de la protección y de la indepen-
dencia necesarias para realizar sus funciones. 

2. Crear un nuevo puesto temporal de enviado 
presidencial especial para la libertad de prensa.

3. Adoptar, en cabeza del Gobierno nacional, 
una narrativa favorable con la libertad de 
prensa. Promover la defensa de este derecho 
contrarresta la violencia y habilita el acceso 

a la información. Las cabezas de gobierno 
deben reconocer de manera pública el rol 
social de la prensa como guardián de la 
democracia, ello implica abstenerse de 
hacer declaraciones falsas que ataquen la 
integridad de periodistas y trabajadores de 
los medios.

4. Prestar apoyo a la rama judicial para que 
realice actividades de capacitación y sen-
sibilización en libertad de expresión entre 
los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley.

5. Impulsar a la Procuraduría para que reali-
ce capacitaciones a funcionarios públicos 
de diferentes instituciones del Estado en 
libertad de expresión, especialmente en 
acceso a la información. De igual manera, 
invitar a la Procuraduría a que presente un 
informe anual sobre la implementación de 
la Ley de Acceso a la Información Pública. 

6. Capacitar de manera permanente y espe-
cializada a la Policía y a las entidades de 
investigación criminal, fiscales y jueces, 
para asegurar que las investigaciones so-
bre delitos contra la libertad de expresión 
sean exhaustivas, rigurosas y efectivas. 

FRENTE A LA LUCHA CONTRA LA IMPUNIDAD

7. Solicitar a los órganos de control un infor-
me anual sobre el estado de las investiga-
ciones disciplinarias y penales por violacio-
nes y amenazas a la libertad de expresión. 

8. Crear un cuerpo especializado en la Fis-
calía General de la Nación para investigar 
los crímenes contra la prensa, como lo ha 

recomendado la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas. Este 
organismo podría resolver algu-
nos obstáculos ya identificados: i) 
facilitar el análisis de los casos de 
manera más técnica; ii) disponer 
de un recurso humano que permi-
ta dar un ritmo investigativo para 
que no prescriban más casos; iii) 
orientar eficazmente los recursos 
ya previstos en el Plan Nacional de 
Política Criminal 2021 a 2025 para 
mejorar su capacidad operativa y 
de reacción.

9. Establecer una política integral 
para mitigar los riesgos diferencia-
dos de género en el trabajo perio-
dístico, tal como fue reconocido 
por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en el caso de 
Jineth Bedoya. En ese sentido, la 
Corte ordenó: i) construir un  
centro de memoria dedicado a 
la dignificación de las mujeres 
víctimas de violencia sexual y de 
mujeres periodistas; ii) crear un 
fondo para la financiación de pro-
gramas de prevención, protección 
y asistencia a mujeres periodistas 
víctimas de violencia; iii) capacitar 
y sensibilizar a funcionarios que 
atienden los casos de violencia 
contra mujeres periodistas; y iv) 
recopilar datos y cifras de violencia 
basada en género. 

10. La Fiscalía debe adoptar una direc-
tiva especial para la investigación 
de crímenes contra la libertad de 
expresión, en la cual incorpore los 
lineamientos de la Unesco para 
fiscales en casos relacionados con 
delitos contra periodistas. Esto 
permitirá adecuar las prácticas 
investigativas y procedimentales a 
estándares internacionales. 

FRENTE A LAS MEDIDAS PREVENTIVAS 
Y DE PROTECCIÓN DE PERIODISTAS

11. Iniciar un plan de trabajo con la 
Unidad Nacional de Protección 
(UNP) que aborde las siguientes 
acciones: i) articular las labores 
de la Fiscalía y la UNP para robus-
tecer los procesos investigativos y 
de análisis de riesgo; ii) incorporar 
una asesoría técnica en libertad de 
expresión y del ejercicio periodísti-
co, con el fin de garantizar que las 
evaluaciones tengan en cuenta las 

diferencias que hay entre perio-
distas y las demás poblaciones; 
iii) capacitar a todos sus analistas 
de riesgo y demás funcionarios 
en violencia de género, con el fin 
de establecer un enfoque diferen-
cial; iv) incluir a los beneficiarios, 
durante las reuniones en las que 
sesiona el CERREM. Esto con el fin 
de brindar más transparencia al 
proceso de evaluación y recoger de 
primera mano información de con-
texto y del ejercicio periodístico; 
v) el Ministerio del Interior debe 
solicitar la evaluación internacio-
nal del programa de protección 
que entregue un diagnóstico de su 
funcionamiento y recomendacio-
nes para mejorarlo. 

FRENTE A LA SOSTENIBILIDAD DE  
LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN 

12. Crear un instituto para el periodis-
mo en Internet que sea financiado 
por el Gobierno. El Estado debería 
trabajar con las partes interesadas 
para establecer un organismo inde-
pendiente con fuentes de financia-
ción que representen la diversidad 
de las audiencias colombianas. 
Este deberá realizar estudios sobre 
el mercado y consumo de medios, 
que reconozcan y aborden las ne-
cesidades de la industria de medios 
y las propuestas que se han plan-
teado desde el sector para salir de 
la crisis.

13. Establecer una ruta para que ese 
organismo tenga un proceso de diá-
logo con los medios digitales para 
suscribir estándares de un código 
público y común de la industria.

14. Adoptar medidas directas como la 
destinación de un porcentaje del 
recaudo de impuestos bajo criterios 
de transparencia con evaluadores 
externos que eviten la cooptación 
de la información y blinden la inde-
pendencia editorial. También debe 
haber medidas indirectas como la 
reducción de impuestos a medios 
y emprendimientos periodísticos, 
alivios tributarios para suscriptores 
de medios independientes y para 
anunciantes que compren espacios 
publicitarios en ellos.

FRENTE A LA PUBLICIDAD OFICIAL

15. Establecer mecanismos para que 
la asignación de publicidad oficial 
siempre tenga en cuenta la libertad 
de expresión. De acuerdo con la 
CIDH, “los Estados deben adoptar 
reglas legales específicas sobre 
publicidad oficial en cada uno de 
sus niveles de gobierno. La caren-
cia de un marco legal específico y 
adecuado para la definición de los 
objetivos, la asignación, contrata-
ción y control de la pauta estatal 
permite una utilización arbitraria 
de estos recursos en detrimento de 
la libertad de expresión”.

A través de la vía legislativa, 
Colombia podría hacerle frente al 
asunto. Sin embargo, esta salida re-
sulta riesgosa con un Congreso que 
ha demostrado poca comprensión 
frente a la libertad de expresión. 
Una ley que regule la publicidad 
oficial debe tener los más altos 
estándares de respeto a la libertad 
de expresión y a la garantía de ac-
ceso a la información, debe reunir 
y definir principios que delimiten 
cuál es el propósito de la publici-
dad oficial, sus fines, prohibiciones 
explícitas y procedimientos de 
contratación transparentes. 

16. Fijar una categoría específica de 
contratos de publicidad oficial de 
forma que: i) se garantice su tra-
zabilidad; ii) se puedan establecer 
reglas claras de interventoría;  
iii) se fortalezca el control discipli-
nario; iv) se obligue a las entidades 
a publicar informes de asignación y 
ejecución de recursos; v) se generen 
instancias de veeduría a través de 
informes periódicos a cargo de enti-
dades independientes; y vi) se desti-
ne parte del presupuesto de publici-
dad oficial en subsidios a medios de 
comunicación, diferenciándolo de 
la contratación de publicidad. 

17. Crear una comisión con participa-
ción de actores de la sociedad civil, 
academia, periodistas y represen-
tantes del Estado que tenga como 
propósito hacerle seguimiento y 
control a las contrataciones de 
publicidad oficial. Dentro de sus 
funciones se podrían establecer: i) 
ser órgano de consulta para entida-
des públicas y contratistas; 
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ii) denunciar ante las autoridades 
violaciones contempladas al régi-
men de contratación de publicidad 
oficial; iii) elaborar informes  
a modo de orientación para  
entidades públicas, y recibir y 
tramitar quejas relativas al uso y 
asignación de la publicidad oficial; 
y iv) contratar la elaboración de 
estudios del orden municipal, 
departamental y nacional en ma-
teria de audiencias, rating, tiraje 
y lectoría para que sean utilizados 
como parámetro objetivo en los  
procesos de contratación. 

FRENTE A LA GOBERNANZA  
E INDEPENDENCIA DE LOS 
MEDIOS PÚBLICOS

18. Hacer cambios normativos para 
que se establezca una estructura 
de gobernanza más amplia, parti-
cipativa y compleja, con inclusión 
de la sociedad civil organizada. 
Dentro de esto mismo, se puede 
dar la construcción de un modelo 
de gestión de medios públicos con 
pesos y contrapesos, a través de la 
definición de periodos cruzados 
entre los cargos directivos, y de 
gestión de los medios públicos 
con los periodos gubernamenta-
les. También es clave incorporar 
mecanismos de participación 
ciudadana y transparencia en la 
elección de las o los directivos de 
medios públicos.

19. Crear un sistema de medios públi-
cos unificado del que sean parte 
todos los canales regionales, que 
permita desarrollar estrategias 
independientes a los gobiernos y 
a tono con la convergencia digital 
actual que dé paso a una mirada 
más estratégica de las parrillas de 
los canales. Esto también permi-
tirá desarrollar un modelo econó-
mico para los medios públicos, en 
el que se disminuyan las brechas 
entre los medios públicos regio-
nales y nacionales, al tiempo que 
conceda mayores espacios concur-
sables. Este fondo debe ser lidera-
do por un órgano independiente. 

FRENTE A LA DEFENSA DE LA  
LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN LÍNEA 

20. Promover un programa amplio y 
sostenido en el tiempo de alfabe-
tización digital y mediática que 

brinde herramientas a la ciudada-
nía para discernir sobre el con-
tenido que recibe a través de las 
redes sociales. La desinformación 
no se combate con censura sino 
con conocimiento.

21. Participar activamente y promover 
la intervención de la ciudadanía y 
representantes de las plataformas 
en Colombia en diálogos amplios, 
como el Diálogo de las Américas 
sobre Libertad de Expresión en In-
ternet adelantado por la Relatoría 
Especial de Libertad de Expresión 
de la CIDH. En esos encuentros 
se podrá discutir como sociedad 
cuál es la mejor manera de regular 
las plataformas de redes sociales. 
Este diálogo tendrá que trazar 
unos lineamientos clave para que 
cualquier intento de regulación de 
plataformas se ajuste a los marcos 
normativos interamericanos. 

22. Rechazar pública y abiertamente 
todos los proyectos de ley que, 
si bien no regulan directamente 
las redes sociales, crean marcos 
normativos agresivos para la 
libertad de expresión, al controlar 
lo que la ciudadanía dice o no en 
los entornos digitales. Esto podría 
abrir la puerta para el bloqueo de 
aplicaciones, páginas y conexiones 
a Internet.

FRENTE A LA PROMOCIÓN DE  
LA COMUNICACIÓN CIUDADANA  
EN UN PAÍS SILENCIADO 

23. Retomar el Conpes 3506, sobre 
lineamientos de política para el 
fortalecimiento del servicio comu-
nitario de radiodifusión sonora, 
y actualizarlo de acuerdo con los 
avances y cambios de contexto en 
el ecosistema de medios del país, 
siguiendo estándares interame-
ricanos de libertad de expresión 
para una radiodifusión libre. 

24. Establecer una política de fomento 
de comunicación comunitaria que 
ayude a garantizar condiciones 

mínimas de infraestructura y acce-
so, y una mirada estratégica para 
que los contenidos fortalezcan la 
diversidad y el pluralismo. 

25. Reevaluar el estatus de clase D que 
determina la regulación de la radio 
comunitaria, para que esta goce 
de un mayor alcance. Esto traería 
consecuencias positivas en su sos-
tenimiento y legitimidad. 

26. Retomar los diagnósticos de 
funcionamiento, sostenibilidad, 
programación y contenidos de  
la radio pública y comunitaria 
para conocer el estado actual  
de las emisoras. 

FRENTE AL REZAGO EN MEMORIA  
Y REPARACIÓN DEL PERIODISMO

27. Socializar los resultados del infor-
me de la Comisión de la Verdad 
sobre las causas e impactos de la 
violencia ejercida sobre el perio-
dismo en Colombia en el desarro-
llo del conflicto armado, y estable-
cer medidas de no repetición de 
estos hechos teniendo en cuenta la 
labor periodística. 

28. Extender las buenas prácticas en 
memoria que han enaltecido el 
nombre de periodistas asesinados, 
como Orlando Sierra o Guillermo 
Cano, a un conjunto más amplio 
de periodistas y medios que han 
sido víctimas de la violencia en  
el país.

29. Establecer un comité que permi-
ta conciliar los esfuerzos que ha 
impulsado el Estado en las últi-
mas dos décadas en mecanismos 
de justicia transicional. En este 
punto, los derechos de las y los 
periodistas violentados en el mar-
co del conflicto cobran especial 
relevancia y así han sido recogidos 
por el Centro Nacional de Memo-
ria Histórica, por la Comisión de la 
Verdad y por la Unidad de Vícti-
mas. Este comité podrá presentar 
ante la Justicia Especial para la Paz 
la solicitud de establecer un macro 
caso de violencia contra la prensa. 

30. Acompañar a la Unidad de Vícti-
mas para que en un corto plazo 
formule el Plan Integral de Repa-
ración Colectiva a Periodistas, en 
el que ha trabajado durante los 
últimos diez años. 

https://www.americasdialogue.org/
https://www.americasdialogue.org/
https://www.americasdialogue.org/
https://consonante.org/
https://www.instagram.com/consonante_lab/


https://www.youtube.com/user/CanalFLIP
https://www.facebook.com/FLIPCol/?fref=ts



